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TOCA PENAL: 49/2023.

DETERMINACIÓN APELADA: La dictada en 
audiencia de veintiocho de febrero de dos mil 
veintitrés, en la que declaró fundada la 
controversia  ******* , promovida por  ****** 
*****  *******, por conducto de su defensa, 
contra: 1) Omisión de proporcionarle a su menor 
hijo (a) medicamentos, vacunas y atención 
médica especializada en el área de pediatría; 2) 
Omisión de proporcionarle productos de limpieza 
y un colchón infantil para su menor; y, 3) Omisión 
de proporcionarle atención médica especializada 
en el área de ginecología; atribuidas al Centro 
Federal de Readaptación Social, Número 
Dieciséis, “CPS” Femenil, con sede en Coatlán 
del Río, Estado de Morelos.

APELANTE: El Defensor Público Federal de la 
imputada  ******  *****  ******* (persona 
privada de la libertad).

SE ALEGARON ACTOS DE TORTURA: NO.

NO SE ADVIERTE DE OFICIO ACTOS DE 
TORTURA.

MAGISTRADO PONENTE: LUIS VEGA RAMÍREZ.

SECRETARIOS ENCARGADOS DEL ENGROSE: 
BALTAZAR RAMÍREZ BERNAL, ÁNGEL DARIÉN ZAPATA 
MARÍN, Y MARÍA GUADALUPE GARCÍA RADILLA.

Xochitepec, Morelos, sentencia del Tribunal 

Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito, 

correspondiente a la sesión ordinaria por videoconferencia 

del día trece de septiembre de dos mil veintitrés.

V I S T O S para resolver en grado de apelación los 

autos del toca penal 49/2023, formado con motivo del recurso 

de apelación interpuesto por el Defensor Público Federal de 

la persona privada de libertad citada al rubro; y,
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R E S U L T A N D O S:

PRIMERO. RADICACIÓN Y SUSTANCIÓN DEL 
RECURSO.

Mediante proveído de treinta de marzo de dos mil 
veintitrés, este Tribunal Colegiado de Apelación tuvo por 

recibido el oficio 1602/2023, suscrito por la Administradora 

del Centro de Justicia Penal Federal, en el Estado de 

Morelos, con residencia en Xochitepec, Morelos, al que 

anexó: 1. Constancia escrita de la audiencia de veintiocho de 

febrero de dos mil veintitrés. 2. Registro de audio y video en 

disco versátil digital (DVD) correspondiente a la audiencia en 

comento. 3. Copia auténtica del escrito signado por el 

defensor Público Federal registrado con el folio 5376, 

mediante el cual interpone recurso de apelación. 4. Proveído 

de ocho de marzo de dos mil veintitrés y constancias de su 

notificación. 5. Copia auténtica de contestación de agravios 

por la Directora General del Centro Federal de 
Readaptación Social Número 16 “CPS-Femenil Morelos”, 
registrado con el folio 6042. 6. Acuerdo de veintiocho de 

marzo de dos mil veintitrés, en el que se ordena la remisión 

de las constancias al Tribunal de Alzada, en virtud de haber 

concluido el plazo previsto en el artículo 134 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal.

Se radicó el recurso de apelación con el número de 

expediente citado al rubro, y por acuerdo de presidencia de 

treinta de marzo de dos mil veintitrés, se admitió de plano 

el recurso de apelación interpuesto, en términos del artículo 

132, fracción Vlll, de la Ley Nacional de Ejecución Penal.

También, se destacó que las partes no manifestaron 

su deseo de exponer verbalmente alegatos aclaratorios sobre 
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los agravios expresados, ni este Tribunal Colegiado 

consideró pertinente su desahogo, de conformidad con el 

artículo 476,1 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, de aplicación supletoria a la Ley Nacional de 

Ejecución Penal, por lo cual no se celebra la audiencia a que 

se refiere el precepto 135 de la última ley en cita; y, la 

autoridad penitenciaria mediante oficio exhibido el diecisiete 

de marzo último, se pronunció respecto de los agravios 

vertidos por el Defensor Público Federal; sin embargo, se 

presentaron fuera del plazo legal, toda vez que los tres días 

concedidos, entre otros, a esa parte procesal, por auto de 

ocho de marzo en curso, con el que se le corrió traslado 

para que contestara los agravios expresados o se adhiriera al 

recurso interpuesto, le transcurrió del catorce al dieciséis de 

marzo del año en curso, haciendo uso de ese derecho a 

través del correo electrónico el diecisiete del multicitado mes 

de marzo en curso, por lo que se tuvo por perdido el derecho 

que pretendió hacer efectivo, por lo que, sus argumentos no 

podrían ser tomados en consideración al momento de emitir 

el fallo en este toca, al ser extemporánea la contestación de 

agravios; por lo que, al no haber alguna otra cuestión que 

substanciar se turnó a la Ponencia B a cargo del Magistrado 
Luis Vega Ramírez, para que formule el proyecto de la 

resolución correspondiente.

SEGUNDO.  LISTA DE ASUNTO. 

Con fundamento en los artículos 18, fracción I, y 24 del 

Acuerdo General 24/2022 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal que reglamenta la integración, 

organización y funcionamiento de los Tribunales Colegiados 

1 “Artículo 476. Emplazamiento a las otras partes Si al interponer el recurso, al contestarlo o al adherirse a él, alguno de los 
interesados manifiesta en su escrito su deseo de exponer oralmente alegatos aclaratorios sobre los agravios, o bien cuando 
el Tribunal de alzada lo estime pertinente, decretará lugar y fecha para la celebración de la audiencia, la que deberá tener 
lugar dentro de los cinco y quince días después de que fenezca el término para la adhesión. El Tribunal de alzada, en caso 
de que las partes soliciten exponer oralmente alegatos aclaratorios o en caso de considerarlo pertinente, citará a audiencia 
de alegatos para la celebración de la audiencia para que las partes expongan oralmente sus alegatos aclaratorios sobre 
agravios, la que deberá tener lugar dentro de los cinco días después de admitido el recurso.”
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de Apelación, este asunto se retiró el jueves cuatro de mayo 

de dos mil veintitrés,2 y en virtud de la naturaleza del asunto,  

la complejidad jurídica y los efectos que se le otorgan se 

volvió a listar, el siete de septiembre de dos mil veintitrés, 

para ser visto en sesión ordinaria de trece de septiembre 
siguiente.

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO.  COMPETENCIA. 

Este Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo 

Circuito, es legalmente competente para conocer y resolver el 

presente recurso de apelación, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 104, fracción I,3 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 35, fracción II 4 y 

67, fracciones I, II y V,5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación; 1356 de la Ley Nacional de Ejecución 

Penal; así como los Acuerdos Generales 24/2022 y 58/2022, 

del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en razón de 

que se recurre una resolución dictada por una Jueza de 

Distrito Especializada en el Sistema Penal Acusatorio, 

adscrita al Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 

Morelos, en funciones de jueza de Ejecución, con residencia 

dentro del ámbito donde ejerce jurisdicción este Tribunal de 

Alzada.
2 Lo anterior a fin de otorgar efectos generales en el servicio médico de ginecología a las mujeres reclusas y de pediatría de 
manera periódica a sus menores hijos e hijas, por lo que al tratarse de un asunto relevante fue necesario un mayor 
desarrollo acerca del tema en tratamiento.
3 “Artículo 104. Los Tribunales de la Federación conocerán:
 I. De los procedimientos relacionados con delitos del orden federal;”
4 Artículo 35. Los tribunales colegiados de apelación conocerán:
[…]
II. De la apelación de los asuntos conocidos en primera instancia por los juzgados de distrito;”
5 Artículo 67. Los tribunales de alzada conocerán: 
I. Del recurso de apelación, así como de los procedimientos de reconocimiento de inocencia y de anulación de sentencia; 
[…]
II. De los recursos previstos en leyes del sistema procesal penal acusatorio;
[…]
V. De los demás asuntos que se les encomienden las leyes.”
6 Artículo 135. Tramitación y resolución de la apelación 
En el auto que se tengan por recibidas las actuaciones enviadas por el Juez de Ejecución, se determinará si el recurso fue 
interpuesto en tiempo, si la persona tiene derecho de recurrir y si el auto impugnado es apelable. 
Si fuese necesario el desahogo de una audiencia, el tribunal de alzada en el auto que tuvo por recibidas las actuaciones, 
señalará día y hora para la celebración de la misma dentro de los cinco días siguientes. 
En este caso, el tribunal de alzada resolverá el recurso de apelación dentro de los tres días siguientes a la celebración de la 
audiencia. En caso de no darse el supuesto a que se refiere el párrafo anterior el tribunal de alzada resolverá el recurso de 
apelación dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto que tuvo por recibidas las actuaciones.”
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SEGUNDO. PROCEDENCIA, OPORTUNIDAD Y 
LEGITIMACIÓN.

El recurso de apelación es procedente, de 

conformidad con el numeral 132, fracción VIII, de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal7, porque se interpone contra la 

resolución dictada el veintiocho de febrero de dos mil 
veintitrés, en donde la resolutora en funciones de Juez de 

Ejecución en el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado 

de Morelos, declaró fundada la solicitud de la controversia 

*******, promovida por la defensa pública de la persona 

privada de la libertad   ******  *****  *******; sin otorgarle 

efectos generales. 

Es oportuno, toda vez que fue hecho valer dentro del 

término de tres días siguientes a la notificación de la 

determinación que se recurre, conforme al dispositivo 1318 de 

la Ley Nacional de Ejecución Penal, en virtud de que la 

misma se les notificó a los Defensores Públicos Federales de 

la persona privada de la libertad9, el tres de marzo de dos 

mil veintitrés; por tanto, dicho plazo transcurrió del seis al 
ocho de marzo, sin que mediaran días inhábiles; interpuso el 

recurso de apelación el siete de marzo pasado.

Tal y como se constata de la siguiente forma: 

FEBRERO 2023
LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO

20 21 22 23 24 25 26
27 28

7 Artículo 132. Procedencia del recurso de apelación 
El recurso de apelación procederá en contra de las resoluciones que se pronuncien sobre: 
(…)
VIII. Afectación a los derechos de personas privadas de la libertad, visitantes, defensores y organizaciones observadoras, y
lX. Las demás previstas en esta Ley.
8Artículo 131. Apelación 
El recurso de apelación se interpondrá dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto o resolución que se 
impugna y tiene por objeto que el tribunal de alzada revise la legalidad de la resolución impugnada, a fin de confirmarla, 
modificarla o revocarla.
9 Como se advierte de la foja 39 de las constancias de la controversia *******.
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Se dicta 
resolución

MARZO 2023
LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO

1 2 3 
Se notifica a la 
defensa pública 

federal y surte efectos 

4 5

6
(1)

Comienza término

7
(2)

Se interpone 
el recurso de 

apelación.

8
(3)

Fin de término

9 10 11 12

13 14 15 16 17 18 19
20 21 22 23 24 25 26

Además, el recurso de apelación fue interpuesto por 

quien está legitimado conforme al numeral 121, fracción II, 

del citado cuerpo normativo10, ya que lo hizo valer el Defensor 

Público Federal quien participó en la audiencia en la que se 

dictó la resolución que se recurre.

TERCERO. OBJETO Y ALCANCES DEL 
RECURSO.

El recurso de apelación de acuerdo al numeral 131 

de la aludida legislación de ejecución, tiene el objeto de 

revisar la legalidad de la resolución impugnada, a fin de 

confirmarla, modificarla o revocarla. 

Ha de precisarse que, en términos de lo establecido en 

el artículo 461,11 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, este Tribunal de Alzada, se pronunciará 
estrictamente sobre los agravios expresados por las 
partes inconformes y dentro de los límites señalados en los 

10Artículo 121. Partes procesales 
En los procedimientos ante el Juez de Ejecución podrán intervenir como partes procesales, de acuerdo a la naturaleza de la 
controversia:
[…]
II. El defensor público o privado;
[…]
11 Artículo 461. Alcances del recurso.
El órgano jurisdiccional ante el cual se haga valer el recurso, dará trámite al mismo y corresponderá al Tribunal de alzada 
competente que deba resolverlo, su admisión o desechamiento y sólo podrá pronunciarse sobre los agravios expresados 
por los recurrentes, quedando prohibido extender el examen de la decisión recurrida a cuestiones no planteadas en ellos o 
más allá de los límites del recurso, a menos que se trate de un acto violatorio de derechos fundamentales del imputado. En 
caso de que el órgano jurisdiccional encuentre violaciones a derechos fundamentales que, en tales términos, deba reparar 
de oficio, no estará obligado a dejar constancia de ello en la resolución.
Sí sólo uno de varios imputados por el mismo delito interpusiera algún recurso contra una resolución, la decisión favorable 
que se dictare aprovechará a los demás, a menos que los fundamentos fueren exclusivamente personales del recurrente. 
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mismos. Disposición, que sólo tiene como excepción cuando 

se adviertan violaciones a derechos fundamentales de la 

imputada (lato sensu, procesado, acusado o sentenciado) que, en 

tales términos, se deban reparar de oficio. 

Por lo tanto, en caso de que el órgano jurisdiccional no 

encuentre violaciones a derechos fundamentales que, en 

tales términos, deba reparar de oficio, no estará obligado a 

dejar constancia de ello en la resolución.

Sirve de apoyo, por el principio que la rige, la 

jurisprudencia sustentada por la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 732, 

de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, Libro 65, abril de 2019, Tomo I, de rubro:

“RECURSO DE APELACIÓN PENAL EN EL SISTEMA 
ACUSATORIO. LAS SALAS DEBEN SUPLIR LA DEFICIENCIA 
DE LA QUEJA PARA REPARAR OFICIOSAMENTE 
VIOLACIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL 
IMPUTADO”. 

Es decir, que del artículo 461 en cita se 

desprenden dos reglas: (i) el órgano jurisdiccional puede 

estudiar oficiosamente las violaciones a Derechos 

Fundamentales; pero (ii) cuando no se esté en ese 

supuesto, deberá limitarse al estudio de los agravios 

planteados, sin tener que fundar y motivar la ausencia de 

violaciones a derechos. 

Finalmente, la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, concluyó que en el sistema 

recursal del procedimiento penal acusatorio y oral, se 

establece, de manera implícita, el principio de suplencia 
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de la queja acotada, al establecer la obligación del 

tribunal de alzada, de emprender un estudio al margen de 

que existan agravios al respecto, para determinar si se 

actualizaron violaciones a Derechos Fundamentales que 

deban repararse. 

Este principio, aclaró el Alto Tribunal, debe 

entenderse en su concepción amplia, es decir, como la 

revisión de algún aspecto, sin necesidad de petición de 

parte, pero además, circunscrita o acotada al alcance que 

le dota el contexto normativo en que se encuentra –actos 

violatorios de Derechos Fundamentales-.

Consideraciones las cuales resultan relevantes 

para el presente asunto, porque aun cuando se cuenta 

con los agravios del defensor público federal, sin 

embargo esta circunstancia no impide a este órgano 

jurisdiccional revisar el presente asunto a fin de constatar 

si existe alguna violación a los derechos fundamentales 

de la persona privada de la libertad antes mencionada.

CUARTO. DETERMINACIÓN APELADA.

En principio, debe precisarse que para resolver la 

instancia se reprodujo en su integridad la videograbación12 

contenida en el disco versátil digital (DVD) de la audiencia 

realizada por la jueza de origen, el veintiocho de febrero de 
dos mil veintitrés, en la que declaró fundada la controversia 

12 Videograbación que se considera parte de las actuaciones de la jueza de ejecución, conforme lo previsto en el artículo 
61, del Código Nacional de Procedimientos Penales, y que goza del carácter de documental pública, para efectos de su 
valoración en términos del numeral 265, de dicho ordenamiento procesal y conforme lo establecido por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 43/2013, de rubro: “VIDEOGRABACIONES DE 
AUDIENCIAS CELEBRADAS EN PROCEDIMIENTOS PENALES DE CORTE ACUSATORIO Y ORAL CONTENIDAS EN 
ARCHIVOS INFORMÁTICOS ALMACENADOS EN UN DISCO VERSÁTIL DIGITAL (DVD). SI LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE LAS REMITE COMO ANEXO O SUSTENTO DE SU INFORME JUSTIFICADO ADQUIEREN LA 
NATURALEZA JURÍDICA DE PRUEBA DOCUMENTAL PÚBLICA, Y DEBEN TENERSE POR DESAHOGADAS SIN 
NECESIDAD DE UNA AUDIENCIA ESPECIAL”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, libro XXIII, tomo I, agosto de 2013, página 703, con registro digital: 2004362.
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*******, videograbación a la cual se le confiere valor 

probatorio pleno en términos del artículo 265,13 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, ya que goza del 

carácter de documentales públicas para efectos de su 

valoración.

Del disco óptico referido, se aprecia que la jueza de 

ejecución, declaró fundada la controversia con relación a las 

omisiones14 atribuidas a la autoridad penitenciaria a quien le 

ordenó realizar diversos actos a favor de la persona privada 

de la libertad y su menor hijo; sin embargo, con relación a 
los efectos generales solicitados por la defensa de la 

interna respecto de la atención médica ginecológica y 
pediátrica negó otorgarlos conforme a las siguientes 

consideraciones: (ver 16:37 - 16:39)

o La defensa arguye que debe conferirse efectos 

generales a la presente controversia, sin embargo aun 

cuando dos de las resueltas el día de hoy se aprecia 

que las internas no cuentan con atención ginecológica y 

pediátrica, no cabría realizar un pronunciamiento 

absolutista con relación a la totalidad de la población 

penitenciaria.

o No se soslaya que la defensa promovió ocho 

controversias fundándose en similares circunstancias, 

lo que podría demostrar en caso de declararse 

fundadas, la falta de atención ginecológica la cual debe 

ser solventada por la autoridad penitenciaria, sin 

13 Artículo 265. Valoración de los datos y prueba. 
El Órgano jurisdiccional asignará libremente el valor correspondiente a cada uno de los datos y pruebas, de manera libre y 
lógica, debiendo justificar adecuadamente el valor otorgado a las pruebas y explicará y justificará su valoración con base en 
la apreciación conjunta, integral y armónica de todos los elementos probatorios.
14 1) Omisión de proporcionarle a su menor hijo (a) medicamentos, vacunas y atención médica especializada en el área de 
pediatría; 2) Omisión de proporcionarle productos de limpieza y un colchón infantil para su menor; y, 3) Omisión de 
proporcionarle atención médica especializada en el área de ginecología.

B
A

L
T

A
Z

A
R

 R
A

M
IR

E
Z

 B
E

R
N

A
L

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.23.64
10/07/24 09:02:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito
Toca de apelación: 49/2023

Controversia: *******

10

embargo, en consideración de la juzgadora de 

ejecución aún faltarían elementos convictivos para 

determinar que procede a favor de la totalidad de las 

internas.

o Máxime que, constituye un hecho notorio para la 

juzgadora, no todas las reclusas en el centro carcelario 

femenil nacieron bajo el sexo femenino, ya que al 

menos se encuentra una persona trasgénero de la cual 

se ignora si requiere la misma especialidad, lo que 

resulta significativo porque no se puede hacer un 

pronunciamiento absolutista cuando no se logra poner 

de manifiesto que es una necesidad común. 

Lo anterior constituye la materia del recurso de 

apelación que nos ocupa, como se aprecia de los argumentos 

vertidos por la defensa de la persona privada de la libertad.

QUINTO. AGRAVIOS. 

El Defensor Público Federal formuló los siguientes 

agravios:

“PRIMERO. Causa agravio la negativa a otorgar la controversia 
planteada con efectos generales en relación con la atención 
ginecológica, respecto a la autoridad penitenciaria del Cefereso 
16, en la audiencia del 28 de febrero de 2023, en la cual dicha 
autoridad refirió que cuenta con un especialista en el área de 
ginecología que acude un día semanalmente, sin que haya 
demostrado fehacientemente esta atención semanal.

Esta defensa refirió:

“Por cuanto hace a la especialidad en ginecología, se encuentra 
programada la persona privada de la libertad para ser valorada por 
dicha especialidad en la próxima semana. Qué quiere decir, que 
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efectivamente en el área de ginecología
no existe un servicio permanente que atienda a la población 
penitenciaria, lo cual ha quedado de manifiesto en las controversias 
que este día han sido sometidas a
su decisión, como la 56/2023, 71/2023 y ésta”

Derivado de la audiencia se desprendió que la autoridad 
penitenciaria ha sido omisa en proporcionar la atención 
ginecológica permanente y oportuna. No solo eso, sino que no ha 
llevado a cabo estudios ginecológicos que son necesarios a las 
personas privadas de la libertad.

Por tal motivo, esta defensa en escrito presentado el 11 de 
enero, en la interposición de la presente controversia solicitó la 
atención médica especializada en ginecología y con base en lo 
anterior se peticionó que la misma tuviera efectos generales. Dicha 
petición fue reiterada en la audiencia de mérito, donde el juez del 
Centro de Justicia determinó que era evidente que el centro 
penitenciario de mérito no proporcionó la atención ginecológica 
permanente. 

No obstante, en la resolución emitida en el presente caso, se 
resolvió únicamente con efectos particulares, sin que para esta 
defensa tenga mayor relevancia que la Juez haya determinado 
que se proporcionará atención ginecológica a la persona privada 
de la libertad  ******  *****  ******* , si dicha atención se podrá 
satisfacer mediante la sola consulta, pues ello no se acerca a la 
obligación de la autoridad penitenciaria de proporcionar la atención 
permanente en ginecología de acuerdo con la Regla 38 relativa a 
las Reglas de Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas 
y medidas no privativas de la libertad para las mujeres. Tomando 
en cuenta que el CEFERESO 16 es un centro femenil, lo 
adecuado sería contar con especialistas que atiendan las 
afecciones médicas que están vinculadas directamente con el 
tema de la atención ginecológica, no solamente para tratar 
padecimientos, sino para prevenir enfermedades que pueden 
tornarse graves. 

Pues lo peticionado por esta defensa no se podría satisfacer 
mediante la sola consulta que al efecto se genere a la persona 
privada de la libertad  ******  *****  ******* . Pues, conforme lo 
peticionado, la misma debe tener por efecto la contratación de 
diversos galenos especialistas en ginecología que tengan la 
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capacidad material suficiente para cumplir con dicho requerimiento 
de atención ginecológica permanente y periódica.

Causa agravio que la Juez del Centro de Justicia, al resolver 
sobre la presente, haya establecido que las controversias 
planteadas por la defensa pública en relación con la falta de 
atención ginecológica, no podía resolver con efectos generales en 
atención a que en el Cefereso 16, de acuerdo con la Juez había 
una persona que no es mujer de origen. Lo anterior constituye 
una aplicación errónea del principio de enfoque diferenciado pues 
a la persona privada de la libertad que no es mujer de nacimiento, 
no le afectaría en lo absoluto la contratación de un especialista en 
ginecología.

Asimismo, causa agravio la resolución de mérito al no 
contemplar la perspectiva de género en su proyección más amplia, 
toda vez que no se consideró en dicha resolución que la totalidad 
de la población hasta donde se sabe es del género femenino, y por 
lo tanto debió de justipreciarse ese aspecto en beneficio de las 
justiciables y al no haber sido considerado de esa manera la 
resolución adolece de un elemento fundamental que al no ser 
considerado acarrea un perjuicio en el resto de la población 
penitenciaria que permanece ajeno a los efectos de la resolución 
aún y cuando requieren dicha atención en forma permanente en su 
carácter de mujeres, por tanto, es procedente revocar dicha 
resolución en la cual se ordene dictar una nueva contemplando 
para ello la perspectiva de género en beneficio de todas y cada 
una de las mujeres privadas de la libertad.

SEGUNDO. Causa agravio que no se otorgue la resolución en 
la controversia ******* con efectos generales en pediatría.

Esta defensa refirió:

“Se hicieron las gestiones a través de un memorándum para que 
el menor sea valorado por el sector salud del Estado de Morelos. Lo 
anterior evidencia que no existe en el centro un pediatra destinado 
para la atención de la población infantil.”

Asimismo, se manifestó por parte de la defensa, que, dada la 
vulnerabilidad del menor hijo de la persona privada de la libertad y 
la lejanía del hospital más cercano, se deben tomar medidas a 
efecto de salvaguardar el interés superior del menor y en función 
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de ello, proveer lo conducente para la contratación de 
especialistas.

Causa agravio la resolución en comento, en virtud de que si 
bien es cierto en su emisión se reconoció expresamente que el 
Centro Penitenciario no cuenta con los servicios de pediatría, se 
dejó de considerar en su favor que por esa circunstancia los 
infantes se encuentran ante una situación todavía mayor de 
vulnerabilidad respecto de los menores que se encuentran 
viviendo con sus familias en libertad, por lo cual se hacía 
necesario que la resolución tuviera alcances generales para 
garantizar efectivamente el interés de todos los infantes que viven 
en dicho lugar, y no solamente la del menor hijo de mi 
representada, más aún cuando dichos menores por disposición de 
la ley al cumplir tres años de edad deben abandonar el centro 
penitenciario, por consiguiente, es deber del Estado proporcionar 
en forma permanente los elementos mínimos que aseguren su 
derecho humano a la salud, entre ellos la atención permanente en 
pediatría, ya que solamente de esa forma se puede asegurar el 
derecho humano a la salud así como la dignidad de todos los 
infantes que ahí se encuentran, sin que se inadvierta que los 
menores tienen el derecho inalienable a ser protegidos con todos 
los medios con que cuenta el Estado.”

SEXTO. ANTECEDENTES. 

Para una mejor comprensión del sentido en que se 

emite la presente resolución, a continuación se exponen los 

principales antecedentes15 de la controversia que es materia 

del recurso de apelación. 

1. Mediante escrito recibido el dieciocho de enero de 
dos mil veintitrés en la oficialía de partes del Centro de 

Justicia Penal Federal, en el Estado de Morelos, el Defensor 

Público Federal de  ******  *****  *******, promovió 

controversia en contra del Centro Federal de Readaptación 

Social, Número Dieciséis, “CPS” Femenil, con sede en 
15 Los que se advierten como hechos notorios de la revisión al expediente electrónico que la administración del centro de 
justicia penal federal en su oportunidad compartió con este Tribunal de Alzada para la substanciación del recurso de 
apelación.
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Coatlán del Río, por los siguientes motivos: 1) Omisión de 

proporcionarle a su menor hijo (a) medicamentos, vacunas y 

atención médica especializada en el área de pediatría; 2) 
Omisión de proporcionarle productos de limpieza y un 

colchón infantil para su menor; 3) Omisión de proporcionarle 

atención médica especializada en el área de ginecología.

2. Por acuerdo de veinticuatro de enero de dos mil 
veintitrés, la jueza de ejecución adscrita al Centro de Justicia 

Penal Federal, radicó dicha inconformidad con el número 

de expediente ******* de su índice, y ordenó la realización 

de los actos necesarios para la integración del expediente, a 

saber: a) El traslado a las partes con el escrito y el proveído 

respectivo; b) dio intervención al defensor público y giró 

oficio al Delegado del Instituto de la Defensoría Pública 

Federal; c) dio intervención a la fiscalía federal y giró ofició 

al Delegado de la Fiscalía General de la República en el 

Estado de Morelos para que designara a un servidor público 

para estos efectos; d) solicitó a la autoridad penitenciaria 

rindiera el informe a que se refiere el artículo 124 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, de quien requirió: i) informe si la 

parte accionante de la controversia previamente agotó la 

petición administrativa ante su potestad, y ii) haga del 

conocimiento de la juzgadora las acciones que realiza con 

relación a los actos reclamados, por tratarse de actos que, de 

no atenderse de inmediato, quedaría sin materia la petición 

como establece el artículo 115 de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal; y, e) giró oficio a la administradora del 
Centro de Justicia Penal Federal, a fin de que le diera vista 

en el momento procesal oportuno, para el pronunciamiento 

sobre el fondo de la controversia, ya que dicha funcionaria 

judicial era la encargada de llevar el trámite y quien tenía la 

custodia y manejo de los expedientes judiciales.
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Asimismo, concedió la suspensión en favor de la 

persona privada de la libertad considerando que se habían 

aducido cuestiones relacionadas con la salud y la omisión de 

proporcionarle atención médica.

En dicho proveído la juzgadora se pronunció con 

relación a las pruebas ofrecidas en el escrito inicial, las 

cuales tuvo por anunciadas, aclarando que en términos del 

artículo 126, fracción V, de la Ley Nacional de Ejecución 

Penal, sería hasta la audiencia señalada para resolver la 

controversia, cuando la juzgadora se pronunciaría sobre la 

admisión de medios de prueba y ordenar su desahogo.

3. Mediante proveído de treinta y uno de enero de 
dos mil veintitrés, la administradora del Centro de Justicia 

Penal Federal en el Estado de Morelos, con residencia en 

Xochitepec, tuvo por recibidos: a) el oficio con terminación 

237/2023, de la Subdelegación de Procedimientos Penales 

“A”, de la Fiscalía General de la República Delegación 

Morelos, mediante el cual, informa la designación del agente 

del Ministerio Público que intervendrá en la controversia; b) el 

oficio con terminación 301/2023, del Instituto Federal de 

Defensoría Delegación Morelos, mediante el cual designa a 

los licenciados **** ******* ***** ******  y ******** ******* 

*********  ******, para representar los intereses de  ****** 

*****  *******, por cuanto hace al procedimiento de 

ejecución, y ordenó correr traslado a los citados 

profesionistas. 

En proveído de veintiuno de febrero de dos mil 
veintitrés, se tuvo al defensor público federal  ****  ******* 
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*****  ******, asumiendo la defensa de la persona privada 

de la libertad; asimismo, se recibió el oficio de terminación 

1923/2023, proveniente del Centro Federal de Readaptación 

Social Número 16 “CPS Femenil Morelos”, por medio del 

cual, se pronunció en torno a la suspensión decretada a favor 

de ****** ***** *******.

4. Mediante proveído de veintisiete de febrero dos mil 
veintitrés, se recibió el oficio con terminación 4101/2023 del 

Centro Federal de Readaptación Social Número 16 “CPS 

Femenil Morelos”, por medio del cual rinde el informe en 

términos del artículo 124 de la Ley Nacional de Ejecución 

Penal, además, ofreció medios probatorios y solicitó se 

declare sin materia la controversia.

5. El veintiocho de febrero de dos mil veintitrés se 

celebró la audiencia por medio del método de 

videoconferencia con la asistencia de: a) Agente del Ministerio 

Público de la Federación –****** ******* ***** ******** -, b) 
Defensores Públicos Federales –**** ******* ***** ****** * 

******** ******* ********* ******-, c) Abogada penitenciaria –

******  *****  *****-, y d) Persona privada de la libertad –

******  *****  *******-; resolución la cual, constituye la 

materia del presente recurso de apelación, en la parte donde 

la juzgadora de ejecución niega otorgar los efectos 
generales solicitados por la defensa respecto de la 
atención ginecológica y pediátrica.

SÉPTIMO. PROCEDENCIA DE DAR EFECTOS 
GENERALES A LA SENTENCIA DICTADA EN LA 
CONTROVERSIA  *******, EN TÉRMINOS DE LO 
DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 128 DE LA LEY NACIONAL 
DE EJECUCIÓN PENAL. 
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Para una mayor claridad del sentido en que se emite el 

presente fallo, a continuación se sintetizan los agravios 

formulados por la parte recurrente.

El defensor público inconforme en el primero de sus 

agravios aduce que, la negativa de la jueza de otorgar con 

efectos generales atención ginecológica a todas las internas, 

por parte de la autoridad penitenciaria del “CEFERESO 16”, 

es incorrecta porque dejó de contemplar la perspectiva de 

género en su proyección más amplia, pues inadvirtió que la 

totalidad de la población hasta donde se sabe es del género 

femenino, por lo que debió justipreciarse tal aspecto en 

beneficio de las justiciables, máxime que requieren atención 

médica de dicho especialista en forma permanente en su 

carácter de mujeres. 

Además, afirma que el hecho de que la jueza 

resolviera únicamente con efectos particulares, de que se 

proporcionará atención ginecológica a la persona privada de 

la libertad, ello no se acerca a la obligación de la autoridad 

penitenciaria de proporcionar la atención permanente en 

ginecología de acuerdo con la regla 38 relativa a las Reglas 

de Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas, 

sobre todo, resulta necesario para prevenir enfermedades 

que pueden tornarse graves.

En el segundo de sus agravios alega que la 

resolución impugnada causa agravios, porque era necesario 

que la juzgadora hubiera otorgado efectos generales en 

relación con la atención de pediatría, para garantizar el 

interés de todos los infantes que viven en el centro 
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penitenciario, y no solamente la del menor hijo de la citada 

interna, pues sólo de esa forma se puede asegurar el 

derecho humano a la salud, así como la dignidad de todos los 

infantes que ahí se encuentran. 

Los agravios expuestos son fundados de conformidad 

con las siguientes consideraciones, los cuales, por cuestión 

de método, al existir puntos de impugnación que convergen 

entre sí, se tratarán de forma conjunta, por las razones que a 

continuación se precisan. 

En efecto, al margen que en el procedimiento de 

origen se trata de una controversia particular promovida por 

una persona privada de la libertad del sexo femenino y su **** 

menor de edad (de  *****  *****  ** edad), debe concluirse 

que son fundados los agravios esgrimidos, con relación a 

que la jueza de origen debió otorgar efectos generales en 

cuanto a la atención de ginecología para todas las internas 

del referido centro carcelario, y también a sus hijos e hijas 

menores de edad el servicio de pediatría que así lo requieran, 

para que de esa forma se pueda asegurar el derecho 

humano a la salud, específicamente la atención médica.

Para sustentar dicha conclusión es importante 

tomar en consideración el marco normativo aplicable al caso 

y los temas relativos:  

I. Estándar general de protección del derecho 
humano a la salud.

I.1. Derecho a la salud de las mujeres.

I.1.1. Derecho a la salud de mujeres internas en 
un centro penitenciario.
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I.2. Derecho a la salud de los niños y niñas.

1.2.1 Derecho a la salud de niños y niñas que 
conviven con sus madres internas en un centro 
penitenciario.

II. Reforma constitucional en materia de 
reinserción social y creación de la Ley Nacional 
de Ejecución Penal.

III. Condiciones de internamiento.

IV. Mecanismos de acceso con los que cuentan las 
personas privadas de la libertad para reclamar 
omisiones relacionadas con las condiciones de 
internamiento.

V. Situación de las mujeres internas e hijos que 
viven con sus madres internas en el Centro 
Federal de Readaptación Social Número 16 “CPS 
Femenil-Morelos”. 

VI. Facultades que tienen los Jueces de Ejecución 
en términos del artículo 128 de la Ley Nacional 
de Ejecución Penal.

VII. Necesidad de dar efectos generales a la 
resolución emitida por la Jueza de Ejecución del 
Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Morelos, en la que resolvió la controversia 
relacionada con la omisión de dar atención 
médica especializada, tanto de la promovente de 
la controversia (ginecológica) como de su menor 
hija (pediátrica).

I.  Estándar general de protección del derecho humano a 
la salud.

Para establecer los alcances del derecho humano a 

la protección a la salud de las mujeres que se encuentran en 
reclusión en el Centro Federal de Readaptación Social, así 

como sus menores hijos que viven con ellas, resulta 
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pertinente referirnos, como ya se precisó, como primer punto, 

al estándar general de protección a la Salud que tiene todo 

ser humano, el cual se desprende del siguiente marco jurídico 

internacional y nacional:

ÁMBITO INTERNACIONAL.

Constitución de la Organización Mundial de la 
Salud (OMS).16

Preámbulo.

LOS ESTADOS partes en esta Constitución declaran, 
en conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, 
que los siguientes principios son básicos para la 
felicidad, las relaciones armoniosas y la seguridad de 
todos los pueblos: 

La salud es un estado de completo bienestar físico, 
mental y social, y no solamente la ausencia de 
afecciones o enfermedades. 

El goce del grado máximo de salud que se pueda lograr 
es uno de los derechos fundamentales de todo ser 
humano sin distinción de raza, religión, ideología 
política o condición económica o social. 

[…]
Los gobiernos tienen responsabilidad en la salud de 
sus pueblos, la cual sólo puede ser cumplida mediante 
la adopción de medidas sanitarias y sociales 
adecuadas.”

CAPÍTULO I ˗ FINALIDAD 

“Artículo 1. La finalidad de la Organización Mundial de 
la Salud (llamada de ahora en adelante la 
Organización) será alcanzar para todos los pueblos el 
grado más alto posible de salud.”

Declaración Universal de Derechos Humanos, 
aprobada y promulgada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 
1948.17 (DUDH)

“Artículo 25

16 México es miembro. Admitido el 01 de marzo de 1929.   
17 México firmó la DUDH en 1948, fue hasta 1992 cuando la protección y defensa de los derechos humanos fue elevada a 
rango constitucional.
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1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud 
y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios; […].

[…].”

Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales.18 Adoptado y abierto a 
la firma, ratificación y adhesión por la 
Asamblea General en su resolución 2200 A 
(XXI), de 16 de diciembre de 1966. Entrada en 
vigor el 3 de enero de 1976, de conformidad 
con el artículo 27.  (PIDESC)

“Artículo 2
[…]

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se 
comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos 
que en él se enuncian, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”

“Artículo 12.

1. […]

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados 
Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad 
de este derecho, figurarán las necesarias para:
[…]

d) La creación de condiciones que aseguren a 
todos asistencia médica y servicios médicos en 
caso de enfermedad.”

Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial. Entrada.19

En vigor: 4 de enero de 1969, de 
conformidad con el artículo 19. (CIEFDR)

“Artículo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales 
estipuladas en el artículo 2 de la presente Convención, 
los Estados partes se comprometen a prohibir y 

18 Desde 1981 México es Parte.

19 Ratificada por México en 1975.
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eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a 
garantizar el derecho de toda persona a la igualdad 
ante la ley, sin distinción de raza, color y origen 
nacional o étnico, particularmente en el goce de los 
derechos siguientes:

[…]

e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en 
particular:

[…]

iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, 
la seguridad social y los servicios sociales;

[…].”

ÁMBITO NACIONAL.

Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

“Artículo 1º. En los Estados Unidos Mexicanos todas 
las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece.”

“Artículo 4o. La mujer y el hombre son iguales ante la 
ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la 
familia […]

[…] 

Toda Persona tiene derecho a la protección de la 
salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud y establecerá la 
concurrencia de la Federación y las entidades 
federativas en materia de salubridad general, conforme 
a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta 
Constitución. La Ley definirá un sistema de salud para 
el bienestar, con el fin de garantizar la extensión 
progresiva, cuantitativa y cualitativa de los servicios de 
salud para la atención integral y gratuita de las 
personas que no cuenten con seguridad social.

[…]”

Ley General de Salud.
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“Artículo 1o.- La presente ley reglamenta el derecho a 
la protección de la salud que tiene toda persona en los 
términos del artículo 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, establece las bases y 
modalidades para el acceso a los servicios de salud, 
distribuye competencias y establece los casos de 
concurrencia entre la Federación y las entidades 
federativas en materia de salubridad general. Es de 
aplicación en toda la República y sus disposiciones son 
de orden público e interés social.

Artículo 1o. Bis. - Se entiende por salud como un 
estado de completo bienestar físico, mental y social, y 
no solamente la ausencia de afecciones o 
enfermedades.

Artículo 2o.- El derecho a la protección de la salud, 
tiene las siguientes finalidades: 
[…] 

II. La prolongación y mejoramiento de la calidad de la 
vida humana; 

[…]

VIII. La promoción de la salud y la prevención de las 
enfermedades.”

“Artículo 3o.- En los términos de esta Ley, es materia 
de salubridad general: 

I. La organización, control y vigilancia de la prestación 
de servicios y de establecimientos de salud a los que 
se refiere el artículo 34, fracciones I, III y IV, de esta 
Ley; 

II. La atención médica; 

II bis. La prestación gratuita de los servicios de 
salud, medicamentos y demás insumos asociados para 
personas sin seguridad social. Para efectos de la 
concurrencia a que se refiere el párrafo anterior, y en el 
caso de las entidades federativas que celebren 
convenios de coordinación en los términos del artículo 
77 bis 16 A de esta Ley, los recursos que del artículo 
25, fracción II de la Ley de Coordinación Fiscal 
correspondan a dichas entidades, éstas, en la parte 
que corresponda, los deberán transferir junto con los 
rendimientos financieros que se hayan generado, al 
Fideicomiso Público Federal sin estructura orgánica 
denominado Fondo de Salud para el Bienestar dentro 
de los cinco días hábiles contados a partir del día hábil 

B
A

L
T

A
Z

A
R

 R
A

M
IR

E
Z

 B
E

R
N

A
L

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.23.64
10/07/24 09:02:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito
Toca de apelación: 49/2023

Controversia: *******

24

siguiente al que los reciban por parte de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público. 

III. La coordinación, evaluación y seguimiento de los 
servicios de salud a los que se refiere el artículo 34, 
fracción II;

IV. La atención materno-infantil; 
[…].”

“Atención Materno-Infantil

Artículo 61.- El objeto del presente Capítulo es la 
protección materno-infantil y la promoción de la salud 
materna, que abarca el período que va del embarazo, 
parto, post-parto y puerperio, en razón de la condición 
de vulnerabilidad en que se encuentra la mujer y el 
producto. 

La atención materno-infantil tiene carácter prioritario y 
comprende, entre otras, las siguientes acciones: 

I. La atención integral de la mujer durante el embarazo, 
el parto y el puerperio, incluyendo la atención 
psicológica que requiera;
[…].”

“Artículo 61 Bis.- Toda mujer embarazada, tiene 
derecho a obtener servicios de salud en los términos a 
que se refiere el Capítulo IV del Título Tercero de esta 
Ley y con estricto respeto de sus derechos humanos.” 

“Artículo 62.- En los servicios de salud se promoverá 
la organización institucional de comités de prevención 
de la mortalidad materna e infantil, a efecto de conocer, 
sistematizar y evaluar el problema y adoptar las 
medidas conducentes.
[…].”

“Artículo 64 Bis.- La Secretaría de Salud impulsará la 
participación de los sectores social y privado, así como 
de la sociedad en general, para el fortalecimiento de los 
servicios de salud en materia de atención materno-
infantil. 

Para tal efecto, promoverá la creación de Redes de 
Apoyo a la Salud Materno Infantil, tanto en el ámbito 
federal, como en las entidades federativas, con la 
finalidad de facilitar el acceso a las mujeres 
embarazadas a información relativa a la prestación de 
servicios de atención médica en esta materia, y en su 
caso, brindarles apoyo para el acceso a ellos.” 
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“Artículo 64 Bis 1. Los servicios de salud a que hace 
referencia el artículo 34 de la presente Ley, prestarán 
atención expedita a las mujeres embarazadas que 
presenten una urgencia obstétrica, solicitada de 
manera directa o a través de la referencia de otra 
unidad médica, en las unidades con capacidad para la 
atención de urgencias obstétricas, independientemente 
de su derechohabiencia o afiliación a cualquier 
esquema de aseguramiento.”

“Artículo 77 bis 1.- Todas las personas que se 
encuentren en el país que no cuenten con seguridad 
social tienen derecho a recibir de forma gratuita la 
prestación de servicios públicos de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados, al 
momento de requerir la atención, sin discriminación 
alguna y sin importar su condición social, de 
conformidad con los artículos 1o. y 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La protección a la salud a que se refiere este Título 
será garantizada por las entidades federativas y, en su 
caso, de manera concurrente con la Federación a 
través del Sistema de Salud para el Bienestar bajo los 
principios de universalidad e igualdad, deberá generar 
las condiciones que permitan brindar el acceso gratuito, 
progresivo, efectivo, oportuno, de calidad y sin 
discriminación alguna a todas las personas, a los 
servicios médicos, incluidas intervenciones quirúrgicas, 
farmacéuticos y hospitalarios que satisfagan de manera 
integral las necesidades de salud, mediante la 
combinación de acciones de salud pública, 
intervenciones de promoción de la salud, prevención, 
diagnóstico, tratamiento y de rehabilitación, 
seleccionadas en forma prioritaria según criterios de 
seguridad, eficacia, efectividad, adherencia a normas 
éticas profesionales y aceptabilidad social. Se deberán 
contemplar los servicios de consulta externa y 
hospitalización, así como a los medicamentos y demás 
insumos del Compendio Nacional de Insumos para la 
Salud.

La organización, seguimiento, alcances y progresividad 
de la prestación gratuita de los servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados a que se 
refiere este Título, se regirán a través de los criterios 
que establezcan las disposiciones reglamentarias, de 
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conformidad con la normatividad aplicable en la 
materia.”

“Artículo 77 bis 2.- Para los efectos de este Título, se 
entenderá por prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados a las 
personas sin seguridad social, al conjunto de acciones 
que en esta materia provean las entidades federativas 
y, en su caso, de manera concurrente con la 
Federación a través del Sistema de Salud para el 
Bienestar.

La Secretaría de Salud, en coordinación con las 
dependencias y entidades que conforman el Sistema 
de Salud para el Bienestar, planeará, organizará y 
orientará las acciones para la prestación gratuita de los 
servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados que requieran las personas sin seguridad 
social, cuando así lo haya pactado con las entidades 
federativas mediante la celebración de los convenios 
de coordinación a que se refiere este Título.

Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro 
Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) 
coadyuvará con las entidades federativas en la 
consolidación de la operación de la prestación gratuita 
de los servicios de salud, medicamentos y demás 
insumos asociados a que se refiere este Título, a través 
de la implementación de acciones para ampliar la 
cobertura de la prestación gratuita de los servicios de 
salud, mediante la coordinación eficiente, oportuna y 
sistemática de la prestación de estos servicios.”

“Artículo 77 bis 3.- El Sistema de Salud para el 
Bienestar se compone por la Secretaría de Salud, 
Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro 
Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR), así como 
las instituciones y organismos que participan en el 
mismo y, en su caso, de manera concurrente por las 
entidades federativas en términos de este Título.

El Sistema de Salud para el Bienestar tendrá un 
enfoque solidario y social, en favor de las personas que 
no cuenten con afiliación a las instituciones de 
seguridad social, mediante el Modelo de Atención a la 
Salud para el Bienestar que vincula los servicios de 
salud y la acción comunitaria, en un marco de respeto a 
los derechos humanos, con perspectiva de género y 
con enfoque intercultural en salud.”

B
A

L
T

A
Z

A
R

 R
A

M
IR

E
Z

 B
E

R
N

A
L

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.23.64
10/07/24 09:02:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito
Toca de apelación: 49/2023

Controversia: *******

27

Reglamento de la Ley General de Salud en 
Materia de Prestación de Servicios de 

Atención Médica.

“ARTÍCULO 11.- En todos los reclusorios y centros 
de readaptación social deberá existir un servicio de 
atención médico-quirúrgico, que permita resolver 
los problemas que se presenten. 
[…].” 

“ARTÍCULO 21.- En los establecimientos donde se 
proporcionen servicios de atención médica, deberá́ 
contarse, de acuerdo a las normas oficiales mexicanas 
correspondientes, con personal suficiente e idóneo.”

Conforme al marco legal transcrito, el Estado 

Mexicano ha ratificado diversos tratados internacionales que 

reconocen el derecho a la salud como parte fundamental de 

los derechos humanos y de lo que entendemos por una vida 

digna. La Salud es uno de los derechos fundamentales que 

todo ser humano tiene, sin distinción alguna.

Derecho que ha sido incluido en nuestra 

Constitución Política, así como en la ley secundaria, 

estableciendo que toda persona por el simple hecho de 
estar en territorio mexicano tiene derecho a la protección 
a la salud, la cual consiste en tener igualdad de oportunidad 

para disfrutar del acceso oportuno a los servicios de salud 
básicos, a la prevención y el tratamiento de enfermedades, 

el acceso de medicamentos, la salud materna-infantil y 

reproductiva.

Así como a tener un servicio de salud a su alcance, 

con atención especializada, en los casos que así se requiera, 

sin distinción, exclusión o restricción alguna, con el propósito 

de eliminar cualquier impedimento en el ejercicio y disfrute de 

tal derecho, sin importar el sector de la población a la que se 

pertenezca y con protección especial a grupos vulnerables.
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Protección de salud que corre a cargo del Estado 

Mexicano, de la Federación y a través de las Entidades 

Federativas, en cuyos ámbitos de competencia se han 

adoptado diversas reglas para poder cumplir con tal 

responsabilidad, que se ha establecido en la ley secundaria 

(Ley General de Salud), que se ha impuesto como finalidad la 

protección a la salud, y el de mejorar la calidad de vida a 

través de la prevención de enfermedades. 

I.1. Derecho a la salud de las mujeres.

Por otro lado, es relevante destacar que el acceso 
de mujeres a los servicios de salud es un tema prioritario 

para el Estado, pues debe enfocarse en el tratamiento y 

diagnóstico de enfermedades y padecimientos que afectan el 

bienestar físico de una mujer, entre otros; tal como puede 

apreciarse de los siguientes instrumentos internacionales y 

nacionales.

Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer.

“Artículo 12

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
apropiadas para eliminar la discriminación contra la 
mujer en la esfera de la atención médica, a fin de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres el acceso a servicios de atención médica, 
inclusive los que se refieren a la planificación de la 
familia.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, 
los Estados Partes garantizarán a la mujer servicios 
apropiados en relación con el embarazo, el parto y el 
período posterior al parto, proporcionando servicios 
gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una 
nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.”

B
A

L
T

A
Z

A
R

 R
A

M
IR

E
Z

 B
E

R
N

A
L

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.23.64
10/07/24 09:02:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito
Toca de apelación: 49/2023

Controversia: *******

29

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales.

“Artículo 10.

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
que:
[…]

2. Se debe conceder especial protección a las madres 
durante un período de tiempo razonable antes y 
después del parto. Durante dicho período, a las madres 
que trabajen se les debe conceder licencia con 
remuneración o con prestaciones adecuadas de 
seguridad social.”

ÁMBITO NACIONAL.

Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

“Artículo 1º.” [ya transcrito].

“Artículo 4o.” [ya transcrito].

Conforme el marco jurídico reproducido, el derecho 

a la salud comprende el derecho a un sistema de protección 

de la salud, incluida la atención sanitaria y los factores 

determinantes de la salud, que facilite la igualdad de 

oportunidades para las personas a fin de que disfruten del 

máximo nivel asequible de salud, esto es, acceder a los 
servicios de salud en igualdad de condiciones y 
oportunidades, sin importar su origen étnico, condición 

socioeconómica y cualquier otro tipo de preferencia o 

ideología personales, así como a recibir la atención oportuna 

durante el embarazo y el parto.

I.1.1. Derecho a la salud de mujeres internas en un 
centro penitenciario.
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Debe prestarse especial atención a las necesidades 

y los derechos en materia de salud de las mujeres internas en 

los centros de reclusión, por pertenecer a un grupo 

vulnerable, ya que su libertad está sujeta a la custodia, 

cuidado y responsabilidad del Estado, por lo que a nivel 

internacional y nacional se han generado diversos 

instrumentos y mecanismos de protección a sus derechos 

humanos, entre ellos, el de la salud, por lo que 

específicamente en este rubro, debemos atender a los 

siguientes instrumentos internacionales:

Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos. Adoptadas por el Primer Congreso de 
las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito 
y Tratamiento del Delincuente, celebrado en 
Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo 
Económico y Social en sus resoluciones 663C 
(XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 
de mayo de 1977. (Reglas Mandela)

“Servicios médicos 

[…]

23. 1) En los establecimientos para mujeres deben 
existir instalaciones especiales para el tratamiento 
de las reclusas embarazadas, de las que acaban de 
dar a luz y de las convalecientes. Hasta donde sea 
posible, se tomarán medidas para que el parto se 
verifique en un hospital civil. Si el niño nace en el 
establecimiento, no deberá hacerse constar este hecho 
en su partida de nacimiento. 2) Cuando se permita a 
las madres reclusas conservar su niño, deberán 
tomarse disposiciones para organizar una guardería 
infantil, con personal calificado, donde estarán los niños 
cuando no se hallen atendidos por sus madres.” 

Reglas de las Naciones Unidas para el 
tratamiento de las reclusas y medidas no 
privativas de la libertad para las mujeres 
delincuentes (Reglas de Bangkok).

“6. Servicios de atención de salud [Complemento de los 
párrafos 22 a 26 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos] 
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a) Reconocimiento médico al ingresar [Complemento 
del párrafo 24 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos]

Regla 6 

El reconocimiento médico de las reclusas comprenderá 
un examen exhaustivo a fin de determinar sus 
necesidades básicas de atención de salud, así como 
determinar: 
[…]

c) El historial de salud reproductiva de la reclusa, 
incluidos un posible embarazo en curso y los 
embarazos anteriores, los partos y todos los aspectos 
conexos; 
[…]”

“Regla 10 

1. Se brindarán a las reclusas servicios de atención de 
salud orientados expresamente a la mujer y como 
mínimo equivalentes a los que se prestan en la 
comunidad.
[…]”

“Regla 18 

Las reclusas tendrán el mismo acceso que las 
mujeres de su edad no privadas de libertad a 
intervenciones de atención preventiva de la salud 
pertinentes a su género, como pruebas de 
Papanicolau y exámenes para la detección de 
cáncer de mama y otros tipos de cáncer que 
afecten a la mujer.”

“Regla 38 

Las reclusas menores de edad tendrán acceso a 
programas y servicios correspondientes a su edad y su 
género, como los de orientación sobre los problemas 
de abuso o violencia sexual. Recibirán educación sobre 
la atención de salud para la mujer y tendrán el mismo 
acceso permanente a servicios de ginecología que las 
reclusas adultas.”

“Regla 39 

Las reclusas menores de edad embarazadas recibirán 
apoyo y atención médica equivalente a la que se presta 
a las reclusas adultas. Su estado de salud estará sujeto 
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a la vigilancia de un especialista médico, teniendo en 
cuenta que por su edad pueden hallarse en mayor 
riesgo de complicaciones durante el embarazo.

3. Reclusas embarazadas, lactantes y con hijos en 
la cárcel [Complemento del párrafo 23 de las Reglas 
mínimas para el tratamiento de los reclusos].” 

“Regla 48

1. Las reclusas embarazadas o lactantes recibirán 
asesoramiento sobre su salud y dieta en el marco de 
un programa que elaborará y supervisará un 
profesional de la salud. Se suministrará gratuitamente a 
las embarazadas, los bebés, los niños y las madres 
lactantes alimentación suficiente y puntual, en un 
entorno sano en que exista la posibilidad de realizar 
ejercicios físicos habituales. 2. No se impedirá que las 
reclusas amamanten a sus hijos, a menos que existan 
razones sanitarias concretas para ello. 3. En los 
programas de tratamiento se tendrán en cuenta las 
necesidades médicas y de alimentación de las reclusas 
que hayan dado a luz recientemente y cuyos bebés no 
se encuentren con ellas en la prisión.”

“Regla 49 

Toda decisión de permitir que los niños permanezcan 
con sus madres en la cárcel se basará en el interés 
superior del niño. Los niños que se encuentren en la 
cárcel con sus madres nunca serán tratados como 
reclusos.”

“Regla 51 

1. Los niños que vivan con sus madres en la cárcel 
dispondrán de servicios permanentes de atención de 
salud, y su desarrollo será supervisado por 
especialistas, en colaboración con los servicios de 
salud de la comunidad. 2. En la medida de lo posible, el 
entorno previsto para la crianza de esos niños será el 
mismo que el de los niños que no viven en centros 
penitenciarios.”

ÁMBITO NACIONAL.

Reglamento de la Ley General de Salud en 
Materia de Prestación de Servicios de 

Atención Médica.
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“ARTÍCULO 100.- Los reclusorios para mujeres, 
deberán contar con las instalaciones necesarias 
para la atención del embarazo, parto y puerperio, 
así como de recién nacidos y establecer las 
medidas de protección tanto para la madre como 
para su hijo, de acuerdo con las normas oficiales 
mexicanas que al efecto se emitan.”

Ley Nacional de Ejecución Penal.

“Artículo 9. Derechos de las personas privadas de 
su libertad en un Centro Penitenciario.

Las personas privadas de su libertad en un Centro 
Penitenciario, durante la ejecución de la prisión 
preventiva o las sanciones penales impuestas, gozarán 
de todos los derechos previstos por la Constitución y 
los Tratados Internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte, siempre y cuando estos no 
hubieren sido restringidos por la resolución o la 
sentencia, o su ejercicio fuese incompatible con el 
objeto de éstas.

Para los efectos del párrafo anterior, se garantizarán, 
de manera enunciativa y no limitativa, los siguientes 
derechos:

I. […]

II. Recibir asistencia médica preventiva y de tratamiento 
para el cuidado de la salud, atendiendo a las 
necesidades propias de su edad y sexo en por lo 
menos unidades médicas que brinden asistencia 
médica de primer nivel, en términos de la Ley General 
de Salud, en el Centro Penitenciario, y en caso de que 
sea insuficiente la atención brindada dentro de 
reclusión, o se necesite asistencia médica avanzada, 
se podrá solicitar el ingreso de atención especializada 
al Centro Penitenciario o que la persona sea remitida a 
un Centro de Salud Público en los términos que 
establezca la ley;
[…]

XII. Los demás previstos en la Constitución, Tratados y 
las demás disposiciones legales aplicables.

Toda limitación de derechos sólo podrá imponerse 
cuando tenga como objetivo garantizar condiciones de 
internamiento dignas y seguras, en su caso, la 
limitación se regirá por los principios de necesidad, 
proporcionalidad e idoneidad.”

“Artículo 10. Derechos de las mujeres privadas de 
su libertad en un Centro Penitenciario.
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Además de los derechos establecidos en el artículo 
anterior, las mujeres privadas de la libertad tendrán 
derecho a:

I. La maternidad y la lactancia;

II. Recibir trato directo de personal penitenciario de 
sexo femenino, específicamente en las áreas de 
custodia y registro. Tratándose de la atención médica 
podrá solicitar que la examine personal médico de sexo 
femenino, se accederá a esa petición en la medida de 
lo posible, excepto en las situaciones que requieran 
intervención médica urgente. Si pese a lo solicitado, la 
atención médica es realizada por personal médico de 
sexo masculino, deberá estar presente un miembro del 
personal del Centro Penitenciario de sexo femenino;
[…]

V. Recibir la atención médica, la cual deberá brindarse 
en hospitales o lugares específicos establecidos en el 
Centro Penitenciario para tal efecto, en los términos 
establecidos en la presente Ley;
[…].”

“Artículo 34. Atención médica.

La Autoridad Penitenciaria en coordinación con la 
Secretaría de Salud Federal o sus homólogas en las 
entidades federativas y de acuerdo con el régimen 
interior y las condiciones de seguridad del Centro 
deberán brindar la atención médica en los términos de 
la Ley General de Salud.
[...]

La Autoridad Penitenciaria, en coordinación con las 
instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud 
competentes, garantizarán la permanente 
disponibilidad de medicamentos que correspondan al 
cuadro básico de insumos para el primer nivel de 
atención médica, y establecerán los procedimientos 
necesarios para proporcionar oportunamente los 
servicios e insumos requeridos para otros niveles de 
atención.

Es obligación del personal que preste servicios 
médicos en los Centros Penitenciarios guardar la 
confidencialidad de la información a la que tengan 
acceso con motivo de los mismos. La Autoridad 
Penitenciaria sólo podrá conocer dicha información por 
razones de salud pública. La información clínica no 
formará parte del expediente de ejecución.
[…].”

“Artículo 36. Mujeres privadas de la libertad con 
hijas o hijos
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Las mujeres privadas de la libertad embarazadas 
deberán contar con atención médica obstétrico-
ginecológica y pediátrica, durante el embarazo, el parto 
y el puerperio, el cual deberá realizarse en hospitales o 
lugares específicos establecidos en el Centro 
Penitenciario cuando cuenten con las instalaciones y el 
personal de salud especializado. En caso de no contar 
con las instalaciones o con personal médico y que la 
condición de salud de la mujer o del producto de la 
concepción requieran de atención, ésta se garantizará 
en instituciones públicas del Sector Salud.
[…].”

“Artículo 74. Derecho a la salud.

La salud es un derecho humano reconocido por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y será uno de los servicios fundamentales en el sistema 
penitenciario y tiene el propósito de garantizar la 
integridad física y psicológica de las personas privadas 
de su libertad, como medio para proteger, promover y 
restaurar su salud.”

“Artículo 77. Características de los Servicios de 
Atención Médica.

Los servicios de atención médica serán gratuitos y 
obligatorios para las personas privadas de su libertad. 
Éstos contemplarán actividades de prevención, 
curación y rehabilitación, en estricto apego a las 
disposiciones legales aplicables en materia de servicios 
de salud.
[…]”

Artículo 78. Responsable Médico.

En cada uno de los Centros Penitenciarios existirá 
como mínimo atención de primer nivel en todo 
momento, procurada cuando menos por un médico 
responsable de cuidar la salud física y mental de las 
personas internas y vigilar las condiciones de higiene y 
salubridad. Asimismo, habrá por lo menos un auxiliar 
técnico-sanitario y un odontólogo.”

“Artículo 80. Convenios con instituciones del sector 
salud.

Se deberán celebrar convenios con instituciones 
públicas y privadas del sector salud en los ámbitos 
federal y local, a efecto de atender las urgencias 
médico-quirúrgicas cuya intervención no se pueda 
llevar a cabo en los Centros Penitenciarios, así como 
para la designación del personal médico que 
proporcione servicios de salud de manera continua y 
permanentemente en el Sistema Penitenciario 
Nacional.”
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Reglamento de los Centros Federales de 
Readaptación Social.

“Artículo 49.- Los servicios médicos del Centro 
Federal tendrán por objeto velar por la salud física y 
mental de los internos. El Titular del Área de Servicios 
Médicos realizará campañas permanentes para la 
prevención y erradicación de enfermedades y la 
planificación familiar, y proporcionará a los internos la 
atención necesaria.

El Área de Servicios Médicos deberá contar, al menos, 
con los insumos del cuadro básico de medicamentos 
de la Secretaría de Salud.”

“Artículo 50.- La atención médica de los internos se 
realizará en las instalaciones del Centro Federal por 
personal dependiente del Área de Servicios Médicos.

Sólo en casos extraordinarios en que por su gravedad 
así lo requieran, previo dictamen del Área de Servicios 
Médicos del Centro Federal podrá autorizar por escrito:

I. El acceso de médicos de instituciones públicas del 
sector salud a las instalaciones del Centro Federal para 
que brinden atención médica a los internos. Esta 
autorización podrá otorgarla el Director General bajo su 
más estricta responsabilidad, o
[…]”

“Artículo 51.- El Comisionado celebrará convenios con 
instituciones públicas del sector salud para los casos a 
que se refiere el artículo anterior, así como para el 
desarrollo de acciones y de programas específicos.
[…].”

“Artículo 53.- La intervención de médicos particulares 
sólo procederá en casos graves cuando las 
instituciones públicas del sector salud con las que se 
haya celebrado convenio, manifiesten su incapacidad 
para otorgar el servicio. Para ello, se requerirá de la 
autorización por escrito del Director General previo 
dictamen del Área de Servicios Médicos, quien deberá 
informar de inmediato al Coordinador General.
[…].”

En términos de la normatividad a la que se hace 

mención, las mujeres que se encuentren recluidas en un 

centro penitenciario, no pierden su derecho a la salud, por 
el contrario la protección de ese derecho queda a cargo 
del Estado, quien tiene la obligación de garantizar el ejercicio 
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del derecho a la salud de las mujeres privadas de la libertad, 

por lo que en todo momento deberán tener conocimiento del 

estado de salud de las mismas, y brindarles la atención 

médica que les corresponde conforme a los estándares 

reseñados, sin que la falta de presupuesto o de personal 

pueda eximirlo del cumplimiento de esa responsabilidad, ya 

que de conformidad con la normativa internacional, en forma 

específica las mujeres internas tienen igualdad de 

oportunidad para disfrutar del acceso oportuno a los servicios 

de salud básicos, a la prevención y el tratamiento de 

enfermedades, el acceso de medicamentos, la salud 

materna-infantil y reproductiva.

Por tanto, el Estado debe emprender acciones a 

través del personal del Sector Salud para salvaguardar el 

derecho a la salud de las mujeres internas, derecho que no 

sólo se circunscribe a la atención médico-paciente, sino 

también a la prevención y el tratamiento de las 
enfermedades que afectan a la mujer y de los “servicios 
en materia sexual y reproductiva”, por lo que es 
necesario atención médica especializada ginecológica 

para las mujeres internas, quienes incluso, tienen el derecho 

de solicitar ser examinadas por personal médico del sexo 

femenino (excepto en casos urgentes) y, si esto no es 

posible, con el personal médico de sexo masculino pero 

deberá estar presente una persona del sexo femenino del 

centro penitenciario.

En relación con el tratamiento que deben recibir las 

mujeres privadas de la libertad, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, en el  ****  ***  *****  ******  ****** 
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****** vs.  ****, 20asume directamente un enfoque de 

género al analizar las ejecuciones extrajudiciales y atentados 

contra la integridad personal que se desarrollaron durante la 

intervención militar dirigida contra los y las reclusas de una 

cárcel peruana. 

En dicho caso el Tribunal precisó: 

“303. Con respecto al tratamiento que deben recibir las 
mujeres detenidas o arrestadas, […] las detenidas 
deben ser supervisadas y revisadas por oficiales 
femeninas y las mujeres embarazadas y en lactancia 
deben ser proveídas con condiciones especiales 
durante su detención. […] 

319. Dentro de las graves condiciones de detención se 
encuentran […]: […] desatención de las necesidades 
de salud pre y post natal ][…. El daño y sufrimiento 
experimentados por las mujeres en general y 
especialmente las mujeres embarazadas y por las 
internas madres resultó particularmente grave (…).” 

Asimismo, en dicho caso la Corte estableció 

algunos parámetros sobre la atención médica en relación con 

las necesidades en salud de las mujeres internas: 

“331. También afectó a las mujeres la desatención de 
sus necesidades fisiológicas (…) El Comité 
Internacional de la Cruz Roja ha establecido que el 
Estado debe asegurar que “las condiciones sanitarias 
[en los centros de detención] sean adecuadas para 
mantener la higiene y la salud [de las prisioneras], 
permitiéndoles acceso regular a retretes y 
permitiéndoles que se bañen y que limpien su ropa 
regularmente”. Asimismo, dicho Comité también 
determinó que se deben realizar arreglos especiales 
para las detenidas en período menstrual, embarazadas, 
o acompañadas por sus hijos. La comisión de esos 
excesos causó sufrimiento especial y adicional a las 
mujeres detenidas. 

332. Quedó probado que en el caso de las internas *** 
******* y  ******  ******  ***** el Estado desatendió 

20 Corte I.D.H., Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006. Serie C Nº 160.
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sus necesidades básicas de salud prenatal, y que con 
respecto a la última tampoco le brindó atención médica 
post natal (supra párr. 197.57), lo cual implicó una 
violación adicional a la integridad personal de éstas.”

Con relación al tema que nos ocupa, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, en el informe 

denominado “Mujeres privadas de libertad en las Américas 

2023”,21 destacó que había sido informada que las mujeres 

privadas de libertad, con relación a la falta de atención a la 
salud con enfoque de género, enfrentan a grandes 

obstáculos en el acceso a servicios de salud y cuidados 

específicos que sean respetuosos de su género y respondan 

a sus necesidades. 

Estos desafíos se vinculan principalmente con: i) 

escasez de profesionales de salud especializados en 

patologías femeninas; ii) falta de cuidado de la higiene 

personal; iii) falencias en la asistencia de su salud mental; y 

iv) ausencia de tratamientos adecuados ante el consumo 

problemático de drogas. 

Con relación a la escasez de profesionales de 
salud especializados, la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, destacó que cuenta con información 

sobre obstáculos que enfrentan las mujeres detenidas para 

ser asistidas por profesionales de salud especializados en 

patologías femeninas de manera oportuna y con la 

frecuencia requerida, ya que, en general, las prisiones 

carecen de profesionales especialistas en ginecología o 

mastología, como así tampoco cuentan con servicios de 

salud sexual y reproductiva. 

21 Ver: Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Mujeres privadas de libertad
en las Américas 2023, OEA/Ser.L/V/II, Doc. 91/23.
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En estos casos, los servicios especializados serían 

proveídos de manera externa, lo cual no sucedería con 

frecuencia, presentaría dilaciones e impediría la pronta 

atención de casos urgentes. Excepcionalmente, algunos 

centros femeninos contarían con una especialista en 

ginecología, por ejemplo, en Guatemala, Honduras y Bolivia. 

En este escenario, organizaciones de la sociedad civil y 

organismos de derechos humanos locales han identificado 

que las mujeres detenidas carecen de acceso a controles 

médicos con la frecuencia requerida, incluso dificultando el 

seguimiento en casos de indicios de enfermedades graves.

 En consecuencia, los datos indican que los 

desafíos para acceder a la atención de su salud de forma 

especializada y oportuna habrían sido la causa de que 

mujeres padezcan de graves afectaciones a su salud, entre 

ellas, cáncer. 

En este sentido, en consideración de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, conforme “los 

Principios y Buenas Prácticas”, las mujeres privadas de 

libertad tienen el derecho de acceder a una atención médica 

especializada conforme sus características físicas y 

biológicas, y que responda adecuadamente a sus 

necesidades en materia de salud reproductiva. Este derecho 

abarca recibir atención a su salud con enfoque de género de 

forma regular y oportuna, al menos en las especialidades de 

ginecología, mastología y, salud sexual y reproductiva.

Además, implica el deber de los Estados de adoptar 

medidas para garantizar que profesionales de la salud 

especialistas en patologías femeninas y de género 
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femenino se encuentren disponibles en las prisiones 

para consultas médicas con suficiente regularidad.

En casos en que el servicio de salud no pueda ser 

prestado en los establecimientos, los Estados deben 

implementar acciones para asegurar el pronto y regular 
traslado de las mujeres encarceladas a centros de salud 

donde puedan recibir la asistencia adecuada a su patología.

De manera particular, con respecto a la atención a 

la salud sexual y reproductiva, destacó la citada Comisión 

que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

señalado que los Estados tienen la obligación reforzada de 

asegurar las mujeres privadas de libertad el acceso a esta 

atención, sin discriminación, así como adoptar las medidas 

conducentes para erradicar los obstáculos prácticos a la 

plena efectividad de este derecho. 

Ello incluye: i) un reconocimiento médico al ingresar 

al centro penitenciario realizado por parte de personal 
femenino, que identifique cualquier forma de violencia 

incluyendo la sexual que pudiera haber sufrido la mujer con 

anterioridad; ii) información y atención necesaria en la 

materia incluyendo el acceso a servicios de salud 

preventivos propios de su género, el acceso y la provisión 

gratuita de métodos anticonceptivos, la planificación 

reproductiva y la prevención y tratamiento de las infecciones 

de transmisión sexual; iii) la atención integral y oportuna para 

los supuestos en que hayan sido víctimas de violencia 

sexual, incluyendo el acceso a terapias profilácticas, 

anticoncepción de emergencia y atención psicosocial, y iv) 

en caso de corresponder, la información respecto del 
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embarazo y el estado de salud del feto, así como sobre los 

controles médicos aconsejados y sus resultados. Además, 

todos los exámenes y procedimientos deberán satisfacer las 

exigencias de privacidad, confidencialidad y dignidad.

I.2. Derecho a la Salud de los niños y niñas.

Por otro lado, con relación al derecho de salud 

de los niños y niñas, debemos atender a los siguientes 

instrumentos internacionales y nacionales siguientes:

Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(Pacto de San José).

“Artículo 19. Derechos del Niño.

Todo niño tiene derecho a las medidas de protección 
que su condición de menor requiere por parte de su 
familia, de la sociedad y del Estado.”

Convención sobre los Derechos del Niño.

“Artículo 2

1. Los Estados Partes respetarán los derechos 
enunciados en la presente Convención y asegurarán 
su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, 
sin distinción alguna, independientemente de la 
raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión 
política o de otra índole, el origen nacional, étnico o 
social, la posición económica, los impedimentos físicos, 
el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de 
sus padres o de sus representantes legales.

“Artículo 3

1. En todas las medidas concernientes a los niños que 
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar 
social, los tribunales, las autoridades administrativas o 
los órganos legislativos, una consideración primordial a 
que se atenderá será el interés superior del niño.
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[…]

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las 
instituciones, servicios y establecimientos encargados 
del cuidado o la protección de los niños cumplan las 
normas establecidas por las autoridades competentes, 
especialmente en materia de seguridad, sanidad, 
número y competencia de su personal, así como en 
relación con la existencia de una supervisión 
adecuada.”

“Artículo 24 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al 
disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios 
para el tratamiento de las enfermedades y la 
rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se 
esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado 
de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. 

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación 
de este derecho y, en particular, adoptarán las medidas 
apropiadas para:
[…]
b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la 
atención sanitaria que sean necesarias a todos los 
niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención 
primaria de salud; 
[…]

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal 
apropiada a las madres; […].”

Declaración Universal de Derechos Humanos.

“ARTÍCULO 25.

1. […]

3. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y 
asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de 
matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual 
protección social.”

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

“Artículo 24

1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional 
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o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de 
protección que su condición de menor requiere, tanto por 
parte de su familia como de la sociedad y del Estado.

[…]”

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales.

“Artículo 10.

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
que:

[…]

2. Se debe conceder especial protección a las madres 
durante un período de tiempo razonable antes y 
después del parto. Durante dicho período, a las madres 
que trabajen se les debe conceder licencia con 
remuneración o con prestaciones adecuadas de 
seguridad social.”

ÁMBITO NACIONAL.

Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

“Artículo 1º.” [ya transcrito].

“Artículo 4o. […]
[…]

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se 
velará y cumplirá con el principio del interés superior 
de la niñez, garantizando de manera plena sus 
derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la 
satisfacción de sus necesidades de alimentación, 
salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral. Este principio deberá guiar el 
diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 
políticas públicas dirigidas a la niñez.”

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes.
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“Artículo 13. Para efectos de la presente Ley son 
derechos de niñas, niños y adolescentes, de manera 
enunciativa más no limitativa, los siguientes:
[…]

IX. Derecho a la protección de la salud y a la 
seguridad social;”

“Artículo 39. Niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho a no ser sujetos de discriminación alguna ni de 
limitación o restricción de sus derechos, en razón de su 
origen étnico, nacional o social, idioma o lengua, edad, 
género, preferencia sexual, estado civil, religión, 
opinión, condición económica, circunstancias de 
nacimiento, discapacidad o estado de salud o cualquier 
otra condición atribuible a ellos mismos o a su madre, 
padre, tutor o persona que los tenga bajo guarda y 
custodia, o a otros miembros de su familia.

Asimismo, las autoridades están obligadas a llevar a 
cabo medidas especiales para prevenir, atender y 
erradicar la Discriminación Múltiple de la que son objeto 
niñas, niños y adolescentes en situación de exclusión 
social, en situación de calle, afrodescendientes, peores 
formas de trabajo infantil o cualquiera otra condición de 
marginalidad.”

“Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho a disfrutar del más alto nivel posible de salud, 
así como a recibir la prestación de servicios de 
atención médica gratuita y de calidad de conformidad 
con la legislación aplicable, con el fin de prevenir, 
proteger y restaurar su salud. Las autoridades 
federales, de las entidades federativas, municipales y 
de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
en relación con los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, se coordinarán a fin de:

I. Reducir la morbilidad y mortalidad;
[….]

IV. Adoptar medidas tendentes a la eliminación las 
prácticas culturales, usos y costumbres que sean 
perjudiciales para la salud de niñas, niños y 
adolescentes;
[…]

VII. Asegurar la prestación de servicios de atención 
médica respetuosa, efectiva e integral durante el 
embarazo, parto y puerperio, así como para sus hijas e 
hijos, y promover la lactancia materna exclusiva dentro 
de los primeros seis meses y complementaria hasta los 
dos años, así como garantizar el acceso a métodos 
anticonceptivos;
[…]
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Los Sistemas Nacional y estatales de Salud deberán 
garantizar el pleno cumplimiento del derecho a la salud 
atendiendo al derecho de prioridad, al interés superior 
de la niñez, la igualdad sustantiva y la no 
discriminación, así como establecer Acciones 
afirmativas a favor de niñas, niños y adolescentes.
[…].”

De los instrumentos internacionales y 

ordenamientos jurídicos nacionales a que se hacen mención, 

se aprecia que:

- El derecho de los niños a su protección especial se 

basa en su vulnerabilidad, al carecer de la madurez suficiente 

(física y mental) para enfrentar problemas. 

- La atención de la salud de calidad es un derecho 

inherente para todos los niños.

- El Estado debe adoptar medidas especiales de 

protección en materia de salud, a fin de asegurar la 

prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que 

sean necesarias a todos los niños.

- Las instituciones de previsión social, tanto públicas 

como privadas, así como los tribunales de justicia, las 

autoridades administrativas y los órganos legislativos, se 
encuentran obligados a velar por que se determine el 
interés superior del niño, que constituye una consideración 

de primer orden en todas las acciones que afectan a la 

infancia.

I.2.1. Derecho a la salud de niños y niñas que conviven 
con sus madres internas en un centro penitenciario.

Ahora, respecto de las niñas y niños que viven con 

sus madres en el centro penitenciario, debe atenderse a las 
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siguientes reglas internacionales y normas jurídicas 

nacionales:

Reglas de las Naciones Unidas para el 
tratamiento de las reclusas y medidas no 
privativas de la libertad para las mujeres 
delincuentes (Reglas de Bangkok).

“Regla 9

Si la reclusa está acompañada por un niño, se 
deberá someter también a este a reconocimiento 
médico, que realizará de preferencia un pediatra, a fin 
de determinar sus necesidades médicas y el 
tratamiento, si procede. Se brindará atención médica 
adecuada, y como mínimo equivalente a la que se 
presta en la comunidad.”

“Regla 39 
[…]
3. Reclusas embarazadas, lactantes y con hijos en 
la cárcel [Complemento del párrafo 23 de las Reglas 
mínimas para el tratamiento de los reclusos]” 

“Regla 48

1. Las reclusas embarazadas o lactantes recibirán 
asesoramiento sobre su salud y dieta en el marco de 
un programa que elaborará y supervisará un 
profesional de la salud. Se suministrará gratuitamente a 
las embarazadas, los bebés, los niños y las madres 
lactantes alimentación suficiente y puntual, en un 
entorno sano en que exista la posibilidad de realizar 
ejercicios físicos habituales. 2. No se impedirá que las 
reclusas amamanten a sus hijos, a menos que existan 
razones sanitarias concretas para ello. 3. En los 
programas de tratamiento se tendrán en cuenta las 
necesidades médicas y de alimentación de las reclusas 
que hayan dado a luz recientemente y cuyos bebés no 
se encuentren con ellas en la prisión.”

“Regla 49 

Toda decisión de permitir que los niños permanezcan 
con sus madres en la cárcel se basará en el interés 
superior del niño. Los niños que se encuentren en la 
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cárcel con sus madres nunca serán tratados como 
reclusos.”

“Regla 51 

1. Los niños que vivan con sus madres en la cárcel 
dispondrán de servicios permanentes de atención 
de salud, y su desarrollo será supervisado por 
especialistas, en colaboración con los servicios de 
salud de la comunidad. 2. […]”

ÁMBITO NACIONAL.

Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

“Artículo 1º.” [ya transcrito].

“Artículo 4o.” [ya transcrito]. 

Reglamento de la Ley General de Salud en 
Materia de Prestación de Servicios de 

Atención Médica.

“ARTÍCULO 100.”- [ya transcrito].

Ley Nacional de Ejecución Penal.

“Artículo 10. [ya transcrito].
[…]

X. Contar con las instalaciones adecuadas para que 
sus hijas e hijos reciban la atención médica, de 
conformidad con el interés superior de la niñez, 
atendiendo a su edad, condiciones y a sus necesidades 
de salud específicas, y
[…].”

“Artículo 36. Mujeres privadas de la libertad con 
hijas o hijos
II. […]
[…] que su hija o hijo disfrute del más alto nivel posible 
de salud, así como a recibir la prestación de servicios 
de atención médica gratuita y de calidad de 
conformidad con la legislación aplicable, con el fin de 
prevenir, proteger y restaurar su salud.
[…].”
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De lo reproducido puede apreciarse que las niñas y 

niños que viven con sus madres en el centro penitenciario:

- No pierden sus derechos humanos, entre ellos, el 

de salud.

- Pertenecen a un grupo vulnerable por su falta de 

madurez física y mental, por lo que requieren de una mayor 

protección y cuidados especiales para poder desarrollarse 

sanamente; cuidados que en lo general deben brindarse por 

sus padres, sin embargo, la madre al estar recluida en el 

centro penitenciario está bajo la custodia del Estado.

- El Estado se obliga a proteger la salud de los 

menores al vivir en el centro de reclusión, por lo que debe 

brindarles atención médica especializada (pediatra), como se 

brinda al resto de los niños que viven fuera de los reclusorios, 

porque esa circunstancia (vivir con sus madres reclusas), 

distinta de la mayoría de los niños del país, no puede ser 

motivo de distinción para proteger su salud.

- Las autoridades bajo el principio del interés 

superior del menor tienen obligación de prevenir y erradicar la 

discriminación y, justamente, para lograr esa igualdad, debe 
prestárseles el servicio médico especializado como si 
viviera fuera del centro penitenciario.

ll. Reforma constitucional en materia de 
reinserción social y creación de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, en la ejecutoria dictada el diecisiete de octubre de 

dos mil dieciocho en la contradicción de tesis  *******, 
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precisó, que con la reforma de dieciocho de junio de dos 
mil ocho de los artículos 18 y 21 de la Constitución 

Política del País y con la reforma de diez de junio de dos 
mil once a los artículos 1o. y 18 de la Constitución Política 

del País, se introdujo el modelo penitenciario de 
reinserción social y la judicialización de la etapa de 
ejecución de las penas.

También destacó la Sala que dichas reformas 

transformaron el sistema penitenciario nacional para 

circunscribir únicamente la facultad de administrar las 

prisiones al Poder Ejecutivo, y conferir al Poder Judicial la 

potestad de ejecutar lo juzgado, a través de la creación de la 

figura de los "Jueces de Ejecución de sentencias".

Apuntaló también –la Primera Sala–, que con motivo 

de las citadas reformas y con el propósito de lograr la 

unificación de procedimientos y criterios, así como de dotar 

certeza y seguridad jurídica a los justiciables, el Constituyente 

otorgó facultades al Congreso de la Unión para crear una 

legislación única en materia de ejecución penal que 

reglamentara las reformas constitucionales de los artículos 1, 

18 y 21, por lo que el ocho de octubre de dos mil trece se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma al 

artículo 73, fracción XXI, de la Constitución Federal22. Del 

inciso c) del precepto constitucional en cuestión, se 

establecieron facultades legislativas al Congreso de la Unión 

para expedir, entre otros aspectos, la legislación única en 

materia de ejecución de penas, que debe regir en la 

República Mexicana, tanto en el orden federal como en el 

orden común, pues, en suma, la intención del Poder 

22 El cual dice:
Artículo 73. El Congreso tiene facultad: […] XXI.- Para expedir: […] c) La legislación única en materia procedimental 
penal, de mecanismos alternativos de solución de controversias y de ejecución de penas que regirá en la República en el 
orden federal y en el fuero común. […].
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Reformador fue la del establecimiento de un mecanismo 

constitucional que facultara al Congreso de la Unión para 

expedir entre otros ordenamientos, una ley de ejecución de 

sanciones penales única, aplicable a todo el territorio 

nacional, reforzando la idea de la seguridad jurídica, de un 

procedimiento de ejecución de sanciones expedito, eficaz y 

eficiente, que redujera la confrontación de criterios, que se 

aplique de manera uniforme en todo el país y en condiciones 

de igualdad para el sentenciado y demás intervinientes en el 

procedimiento.

Destacó la Primera Sala, que de las razones 
expuestas por el Constituyente se aprecia que la finalidad 
de crear una legislación única en materia de ejecución de 
penas fue para propiciar mayores herramientas que 

permitieran consolidar la reforma constitucional al sistema de 

ejecución de sanciones penales, optimizando y 
potencializando su implementación en los diversos 
órdenes de gobierno, bajo una óptica de cooperación y 
coordinación plena entre todas las instancias 
involucradas en el sistema, con pleno respeto a la 

soberanía de las entidades federativas, y que del  mismo 

modo, se resaltó que la nueva ley obedecía al mandato 

contenido en el Decreto del dieciocho de junio de dos mil 

ocho, que reformó la Constitución en materia de justicia penal 

y seguridad pública. En la cual se reglamentan los derechos 

establecidos en los preceptos constitucionales 18 y 21, en la 

parte relativa a la judicialización de la ejecución penal y al 

régimen de reinserción social.

Asimismo, destaca la Sala que el Constituyente 

indicó:
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Que mediante la Ley única se buscaba que el 
Estado asumiera una serie de responsabilidades 
particulares a fin de que las personas privadas de la 
libertad tuvieran las condiciones necesarias para 
desarrollar una vida digna y contribuir al goce efectivo de 
aquellos derechos que no se suspenden ni se restringen 
por estar cumpliendo una resolución judicial penal 
privativa de la libertad, siendo obligación del Estado 
velar por su respeto y garantía, mientras se encuentren 
bajo su custodia directa; y, que el establecimiento de la Ley 

de Ejecución garantizaría la seguridad y el adecuado 

funcionamiento de los centros penitenciarios, así como el 

cumplimiento de las medidas dictadas por un juez calificado, 

en irrestricto respeto de los derechos humanos. Lo anterior, 

en coordinación con autoridades federales, locales y 

municipales, bajo una administración transparente, y 

eficiente, que contenga medios de prevención y de 

reinserción social para los sentenciados, sustentado en 

trabajo, capacitación para el mismo, la educación, la salud y 

el deporte, evitando que vuelvan a delinquir. Con base en 

ello, se propuso la creación de una Ley Nacional de 

Ejecución de Sanciones Penales que transformara el sistema 

penitenciario y garantizara la protección de los derechos 

humanos de los internos. Ésta debía contemplar una 

delimitación de las funciones de las distintas autoridades que 

intervienen en la ejecución de las sanciones y en el 

internamiento preventivo, estableciendo explícitamente que la 

imposición de las penas, su modificación y duración fueran 

competencia exclusiva de la autoridad judicial.

Que con ello se buscó, entre otras cosas, concretar 

la figura del juez ejecutor, para clarificar el procedimiento de 

ejecución de resoluciones condenatorias y la delimitación de 
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reglas para sanciones no privativas de libertad; así como 

sustraer del Poder Ejecutivo las facultades para administrar la 

duración de las sentencias, para fortalecer la separación de 

funciones entre poderes, convirtiendo a las autoridades 
penitenciarias en auxiliadores de los jueces, respecto a 

las medidas de internamiento que hubiesen ordenado con 

motivo de la prisión preventiva o de la pena de prisión. Así, el 
jueves dieciséis de junio de dos mil dieciséis se publicó 

en el Diario Oficial de la Federación, la Ley Nacional de 

Ejecución Penal, la cual entró en vigor al día siguiente, esto 

es, el viernes diecisiete del mes y año en cita, de 

conformidad con el artículo Primero Transitorio de dicha 

norma general23.

Por cuanto al objeto de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, en la referida contradicción, la Primera 

Sala destacó, que del contenido del artículo 1° de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal24, se aprecia que su objeto es 

establecer las normas que deben de observarse durante el 

internamiento por prisión preventiva, ejecución de la pena y 

en las medidas de seguridad impuestas como consecuencia 

de una resolución judicial. 

23 Que dice:
 Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. - - - 
Para los efectos señalados en el párrafo tercero del artículo segundo transitorio del Decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, se declara que la presente legislación recoge el sistema procesal penal 
acusatorio y entrará en vigor de acuerdo a los artículos transitorios siguientes.
   
Lo anterior con excepción de lo dispuesto en el transitorio segundo de la citada ley que establece:
Segundo. Las fracciones III y X y el párrafo séptimo del artículo 10; los artículos 26 y 27, fracción II del artículo 28; 
fracción VII del artículo 108; los artículos 146, 147, 148, 149, 150 y 151 entrarán en vigor a partir de un año de la 
publicación de la presente Ley o al día siguiente de la publicación de la Declaratoria que al efecto emitan el Congreso de la 
Unión o las legislaturas de las entidades federativas en el ámbito de sus competencias, sin que pueda exceder del 30 de 
noviembre de 2017.  - - - Los artículos 31, 32, 33, 34, 35, 36, 59, 60, 61, 75, 77, 78, 80, 82, 83, 86, 91, 92, 93, 94, 95, 96, 
97, 98, 99, 128, 136, 145, 153, 165, 166, 169, 170, 171, 172, 173, 174, 175, 176, 177, 178, 179, 180, 181, 182, 183, 184, 
185, 186, 187, 188, 189, 192, 193, 194, 195, 200, 201, 202, 203, 204, 205, 206 y 207 entrarán en vigor a más tardar dos 
años después de la publicación de la presente Ley o al día siguiente de la publicación de la Declaratoria que al efecto 
emitan el Congreso de la Unión o las legislaturas de las entidades federativas en el ámbito de sus competencias, sin que 
pueda exceder del 30 de noviembre de 2018. […].
    
24 Dicho artículo dice:
Artículo 1. Objeto de la Ley - - - La presente Ley tiene por objeto: - - - I. Establecer las normas que deben de 
observarse durante el internamiento por prisión preventiva, en la ejecución de penas y en las medidas de seguridad 
impuestas como consecuencia de una resolución judicial; - - -- II. Establecer los procedimientos para resolver las 
controversias que surjan con motivo de la ejecución penal, y - - - III. Regular los medios para lograr la reinserción social. - - 
- Lo anterior, sobre la base de los principios, garantías y derechos consagrados en la Constitución, Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte y en esta Ley.
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Siguió diciendo la Primera Sala que, parte de su 

finalidad de la Ley Nacional de Ejecución Penal radica en 

implementar los mecanismos necesarios a través de los 

cuales, en un marco irrestricto de derechos humanos, se 

resuelvan las controversias que surjan con motivo de la 

prisión preventiva, la ejecución de la sentencia penal o 
sujeta a medidas de seguridad por delitos del orden 

común o federal. 

Que dicha ley recoge el sistema procesal acusatorio 

y tiene como propósito el lograr un sistema jurídico uniforme, 

sobre la base de una política criminal coherente y congruente 

con las nuevas bases constitucionales, que evite espacios de 

impunidad y el consecuente descrédito del sistema de 

ejecución de sanciones y de reinserción social; que en suma, 

la finalidad de la citada ley es la transformación del sistema 

penitenciario, entre otros, a través de mecanismos eficientes 

que logren la reinserción social del sentenciado y la 

protección de los derechos humanos de las personas 

privadas de su libertad.

Respecto de la vigencia, la Primera Sala sostuvo 

que, conforme al primero transitorio citado anteriormente y los 

artículos 1° y 2° de la misma Ley25, a partir del diecisiete de 

junio de dos mil dieciséis, los actos suscitados en relación 
a cuestiones de internamiento o de ejecución de 
sentencias de las personas privadas de su libertad, sean 
procesadas o sentenciadas, se ciñen a las disposiciones 
de la aludida Ley Nacional de Ejecución Penal, con las 
excepciones y reglas previstas en su segundo 
transitorio.

25 El primer artículo fue citado anteriormente y el numeral 2 dispone:
Artículo 2. Ámbito de aplicación - - - Las disposiciones de esta Ley son de orden público y de observancia general en la 
Federación y las entidades federativas, respecto del internamiento por prisión preventiva, así como en la ejecución de 
penas y medidas de seguridad por delitos que sean competencia de los tribunales de fuero federal y local, según 
corresponda, sobre la base de los principios, garantías y derechos consagrados en la Constitución, en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y en esta Ley. - - - […].
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Asimismo, en cuanto a su ámbito de aplicación, la 

Sala indicó, entre otros puntos, que del contenido del artículo 

2° de la Ley Nacional de Ejecución Penal se aprecia que las 

disposiciones de la Ley son de orden público y de 

observancia general en la Federación y las entidades 

federativas, respecto del internamiento por prisión preventiva, 

así como en la ejecución de penas y medidas de seguridad 

por delitos que sean competencia de los tribunales de fuero 

federal y local, según corresponda.

III. Condiciones de internamiento.

En la propia ejecutoria que resolvió la contradicción 

de tesis 57/2018, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación sostuvo, que una condición de 
internamiento es cualquier medio u acto que garantice 
una vida digna y segura a la persona privada de su 
libertad dentro del centro de reinserción social; entre 

otros ejemplos, la Sala mencionó los siguientes: el suministro 

de agua corriente y potable; alimentos; prestación de 
servicios o asistencia médica; ropa, colchones y ropa de 

cama; artículos de aseo personal y de limpieza; libros y útiles 

escolares; así como los instrumentos de trabajo y artículos 

para el deporte y la recreación. Conclusión a que llegó a 

partir de una interpretación sistemática de los artículos 3°, 

fracciones XVII y XXV; 9, fracciones I, II, III, VI y VII; 10, 

fracciones II, IV y V; y 30 todos de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal26.

26 Artículo 3. Glosario - - - Para los efectos de esta Ley, según corresponda, debe entenderse por: […] XVII. Persona 
privada de su libertad: A la persona procesada o sentenciada que se encuentre en un Centro Penitenciario; […] XXV. 
Suministros: A todos aquellos bienes que deben ofrecer los Centros Penitenciarios, gratuitamente, entre ellos, el agua 
corriente y potable, alimentos, medicinas, anticonceptivos ordinarios y de emergencia; ropa, colchones y ropa de cama, 
artículos de aseo personal y de limpieza, libros y útiles escolares, así como los instrumentos de trabajo y artículos para el 
deporte y la recreación; […].

 Artículo 9. Derechos de las personas privadas de su libertad en un Centro Penitenciario - - -Las personas privadas 
de su libertad en un Centro Penitenciario, durante la ejecución de la prisión preventiva o las sanciones penales impuestas, 
gozarán de todos los derechos previstos por la Constitución y los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
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Ahora, en la referida contradicción de tesis 57/2018, 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, precisa que la Ley Nacional de Ejecución Penal 
no establece a detalle qué debe entenderse por 
“condiciones de internamiento”; sin embargo, puede 

advertirse de la propia ley citada que en sus diversos 

artículos 31, 32, 33, 34 y 36 establece una serie de ejemplos, 

entre ellos: la clasificación de áreas27; la prestación de 

servicios (educativos, culturales, recreativos, trabajo, salud, 

deportivos)28; la emisión de protocolos29; la atención 
médica,30 tanto a las personas privadas en libertad como las 

sea parte, siempre y cuando estos no hubieren sido restringidos por la resolución o la sentencia, o su ejercicio fuese 
incompatible con el objeto de éstas. - - - Para los efectos del párrafo anterior, se garantizarán, de manera enunciativa y no 
limitativa, los siguientes derechos: - - -I. Recibir un trato digno del personal penitenciario sin diferencias fundadas en 
prejuicios por razón de género, origen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidades, condición social, posición económica, 
condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias sexuales o identidad de género, estado civil o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana; - - -II. Recibir asistencia médica preventiva y de tratamiento para el cuidado de la salud, 
atendiendo a las necesidades propias de su edad y sexo en por lo menos unidades médicas que brinden asistencia médica 
de primer nivel, en términos de la Ley General de Salud, en el Centro Penitenciario, y en caso de que sea insuficiente la 
atención brindada dentro de reclusión, o se necesite asistencia médica avanzada, se podrá solicitar el ingreso de atención 
especializada al Centro Penitenciario o que la persona sea remitida a un Centro de Salud Público en los términos que 
establezca la ley; - - - III. Recibir alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, adecuada para la protección de su salud; - - - 
[…] - - -VI. Recibir un suministro suficiente, salubre, aceptable y permanente de agua para su consumo y cuidado personal; 
- - -VII. Recibir un suministro de artículos de aseo diario necesarios; […].

Artículo 10. Derechos de las mujeres privadas de su libertad en un Centro Penitenciario --- Además de los derechos 
establecidos en el artículo anterior, las mujeres privadas de la libertad tendrán derecho a: […] II. Recibir trato directo de 
personal penitenciario de sexo femenino, específicamente en las áreas de custodia y registro. Tratándose de la atención 
médica podrá solicitar que la examine personal médico de sexo femenino, se accederá a esa petición en la medida de lo 
posible, excepto en las situaciones que requieran intervención médica urgente. Si pese a lo solicitado, la atención médica 
es realizada por personal médico de sexo masculino, deberá estar presente un miembro del personal del Centro 
Penitenciario de sexo femenino;; 

IV. Recibir a su ingreso al Centro Penitenciario, la valoración médica que deberá comprender un examen exhaustivo a fin 
de determinar sus necesidades básicas y específicas de atención de salud; V. Recibir la atención médica, la cual deberá 
brindarse en hospitales o lugares específicos establecidos en el Centro Penitenciario para tal efecto, en los términos 
establecidos en la presente Ley; […] . 

Artículo 30. Condiciones de internamiento --- Las condiciones de internamiento deberán garantizar una vida digna y 
segura para todas las personas privadas de la libertad. --- Las personas privadas de la libertad podrán ejercer los derechos 
y hacer valer los procedimientos administrativos y jurisdiccionales que estuvieren pendientes al momento de su ingreso o 
aquellos que se generen con posterioridad, salvo aquellos que sean incompatibles con la aplicación de las sanciones y 
medidas penales impuestas.

B
A

L
T

A
Z

A
R

 R
A

M
IR

E
Z

 B
E

R
N

A
L

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.23.64
10/07/24 09:02:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito
Toca de apelación: 49/2023

Controversia: *******

57

hijas e hijos que se encuentren bajo la custodia de las 

madres en reclusión la requieran, en los términos de la Ley 

General de Salud; los derechos de las mujeres privadas de 
la libertad con hijas o hijos (como contar con atención 

médica obstétrico-ginecológica y pediátrica, durante el 

embarazo, el parto y el puerperio, el cual deberá realizarse 

en hospitales o lugares específicos establecidos en el Centro 

Penitenciario cuando cuenten con las instalaciones y el 

personal de salud especializado. En caso de no contar con 

las instalaciones o con personal médico y que la condición 

de salud de la mujer o del producto de la concepción 

requieran de atención, ésta se garantizará en instituciones 

públicas del Sector Salud)31; entre otros.

27 Artículo 31. Clasificación de áreas
La Autoridad Penitenciaria estará obligada a instrumentar una clasificación de las distintas áreas y espacios en el Centro 
Penitenciario, en particular, de los dormitorios, obedeciendo a criterios basados en la edad, el estado de salud, duración de 
la sentencia, situación jurídica y otros datos objetivos sobre las personas privadas de la libertad, tendientes a armonizar la 
gobernabilidad del mismo y la convivencia entre las personas privadas de la libertad.
(…)
Las personas internas en espacios especiales, no podrán ser afectadas en sus condiciones de internamiento, de manera 
que estas resulten equivalentes o más aflictivas que las establecidas para las sanciones disciplinarias.
28 Artículo 32. Servicios
La Autoridad Penitenciaria estará obligada a prestar sus servicios a todas las personas privadas de la libertad que los 
requieran, ser de buena calidad y adecuarse a sus necesidades, bajo criterios de razonabilidad y no discriminación. Las 
personas sujetas a prisión preventiva y las personas aseguradas con fines de extradición gozarán de estos derechos desde 
su ingreso. Las personas privadas de la libertad podrán hacer uso voluntariamente de los servicios que ofrezca el Centro 
Penitenciario, con excepción de las medidas preventivas de enfermedades, de higiene y de salubridad general.
La Autoridad Penitenciaria está obligada a brindar gratuitamente todos los suministros a la población penitenciaria.
Artículo 3. Glosario
Para los efectos de esta Ley, según corresponda, debe entenderse por:
XXII. Servicios: A las actividades educativas, culturales, recreativas, de trabajo, de capacitación para el trabajo, de 
protección para la salud, deportivas y otras similares que deben tener disponibles los Centros de manera accesible, 
aceptable, progresiva y adaptable a las necesidades de las personas privadas de la libertad, en términos del artículo 32 de 
esta Ley. Entre los servicios se comprende el abasto de productos que, sin formar parte de los suministros gratuitos, deben 
ser accesibles y asequibles para las personas internas;
29 Artículo 33. Protocolos
La Conferencia dictará los protocolos que serán observados en los Centros Penitenciarios. La Autoridad Penitenciaria 
estará obligada a cumplir con los protocolos para garantizar las condiciones de internamiento dignas y seguras para la 
población privada de la libertad y la seguridad y bienestar del personal y otras personas que ingresan a los Centros. La 
Conferencia dictará protocolos, al menos, en las siguientes materias:
(…).”
30 Artículo 34. Atención médica
La Autoridad Penitenciaria en coordinación con la Secretaría de Salud Federal o sus homólogas en las entidades 
federativas y de acuerdo con el régimen interior y las condiciones de seguridad del Centro deberán brindar la atención 
médica en los términos de la Ley General de Salud.
La Autoridad Penitenciaria deberá tomar las medidas necesarias para garantizar la atención médica de urgencia en los 
casos en que las personas privadas de la libertad o las hijas e hijos que se encuentren bajo la custodia de las madres en 
reclusión la requieran.
Sólo en casos extraordinarios en que por su gravedad así lo requieran, podrán ser trasladados a instituciones públicas del 
sector salud para su atención médica, observándose las medidas de seguridad que se requieran.
La Autoridad Penitenciaria, en coordinación con las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud competentes, 
garantizarán la permanente disponibilidad de medicamentos que correspondan al cuadro básico de insumos para el primer 
nivel de atención médica, y establecerán los procedimientos necesarios para proporcionar oportunamente los servicios e 
insumos requeridos para otros niveles de atención.
Es obligación del personal que preste servicios médicos en los Centros Penitenciarios guardar la confidencialidad de la 
información a la que tengan acceso con motivo de los mismos. La Autoridad Penitenciaria sólo podrá conocer dicha 
información por razones de salud pública. La información clínica no formará parte del expediente de ejecución.
Los exámenes para detectar si las personas privadas de la libertad cuentan con el síndrome de inmunodeficiencia adquirida 
o son portadores del virus de inmunodeficiencia humana sólo podrán aplicarse con su consentimiento.
Las intervenciones psicológicas, psiquiátricas o médicas contarán con el consentimiento informado de la persona privada 
de la libertad, con excepción de los casos en los que, por requerimiento de autoridad judicial, se examine la calidad de 
inimputable o de incapaz de una persona privada de la libertad.
Los servicios de atención psicológica o psiquiátrica se prestarán por personal certificado del Centro, o en su defecto, 
personal externo a los Centros Penitenciarios que dependa del Sistema Nacional de Salud.

31 Artículo 36. Mujeres privadas de la libertad con hijas o hijos
Las mujeres privadas de la libertad embarazadas deberán contar con atención médica obstétrico-ginecológica y pediátrica, 
durante el embarazo, el parto y el puerperio, el cual deberá realizarse en hospitales o lugares específicos establecidos en el 
Centro Penitenciario cuando cuenten con las instalaciones y el personal de salud especializado. En caso de no contar con 
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Por otro lado, es necesario hacer notar en la 

presente resolución que, en diverso precedente, dictado en 

el amparo directo en revisión ********, la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, establece que a 
partir de garantizar una vida digna y segura para todas 
las personas privadas de la libertad, las condiciones de 
internamiento pueden entenderse desde dos 

las instalaciones o con personal médico y que la condición de salud de la mujer o del producto de la concepción requieran 
de atención, ésta se garantizará en instituciones públicas del Sector Salud.
En los casos de nacimiento de hijas e hijos de mujeres privadas de la libertad dentro de los Centros Penitenciarios, queda 
prohibida toda alusión a esa circunstancia en el acta del registro civil correspondiente.
Las hijas e hijos de las mujeres privadas de la libertad, que nacieron durante el internamiento de estas, podrán permanecer 
con su madre dentro del Centro Penitenciario durante las etapas postnatal y de lactancia, o hasta que la niña o el niño 
hayan cumplido tres años de edad, garantizando en cada caso el interés superior de la niñez.
Las mujeres privadas de la libertad con hijas o hijos, además de los derechos humanos reconocidos tendrán derecho a lo 
siguiente:

I. Convivir con su hija o hijo en el Centro Penitenciario hasta que cumpla los tres años de edad.

Para otorgar la autorización para que la niña o el niño permanezca con su madre, la Autoridad Penitenciaria velará en todo 
momento por el cumplimiento del interés superior de la niñez.

Se notificará a la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes o a sus equivalentes en las entidades 
federativas.

Si la hija o el hijo tuviera una discapacidad que requiriera los cuidados de la madre privada de la libertad, si esta sigue 
siendo la única persona que pueda hacerse cargo, se podrá solicitar la ampliación del plazo de estancia al Juez de 
Ejecución, quien resolverá ponderando el interés superior de la niñez.

II. A que su hija o hijo disfrute del más alto nivel posible de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención 
médica gratuita y de calidad de conformidad con la legislación aplicable, con el fin de prevenir, proteger y restaurar su 
salud.

En caso de no contar con las instalaciones o con personal médico y que la condición de salud de la mujer o del producto 
requieran de atención, ésta se garantizará en instituciones públicas del Sector Salud.

III. A que su hija o hijo reciba educación inicial y tenga acceso a participar en actividades recreativas y lúdicas hasta los tres 
años de edad.

IV. A que su hija o hijo la acompañe en el Centro Penitenciario, al momento de su ingreso sea examinado, preferentemente 
por un pediatra, a fin de determinar sus necesidades médicas y, en su caso, el tratamiento que proceda.

Todas las decisiones y actuaciones, así como disposiciones jurídicas adoptadas por las autoridades del Centro 
penitenciario, respecto al cuidado y atención de las madres privadas de su libertad y de su hija o hijo con quien convive, 
deberán velar el cumplimiento de los principios pro persona y el interés superior de la niñez, así como el reconocimiento de 
niñas y niños como titulares de derechos.

Los Centros habilitarán servicios o se adoptarán disposiciones para el cuidado de las niñas y niños, a fin de que las mujeres 
privadas de la libertad puedan participar en actividades de reinserción social apropiadas para las embarazadas, las madres 
lactantes y las que tienen hijas o hijos.

En el supuesto de que la madre no deseara conservar la custodia de su hija e hijo y a petición de ella se facilitará la 
comunicación con el exterior para que se ponga en contacto con la familia de origen y se hará del conocimiento de la 
Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes o a sus equivalentes en las entidades federativas en 
un término no mayor a veinticuatro horas contado a partir del nacimiento, a efecto de que adopte las medidas especiales, 
previstas en las disposiciones aplicables.

Las sanciones disciplinarias que se adopten a mujeres embarazadas y de quienes hayan obtenido la autorización de 
permanencia de su hija o hijo, deberán tener en cuenta en todo momento su condición, así como sus obligaciones como 
madre. No podrá figurar la prohibición del contacto con sus familiares especialmente con sus hijas o hijos. Sólo se podrán 
restringir los medios de contacto familiar por un período limitado y en la estricta medida en que lo exija el mantenimiento de 
la seguridad y el orden.

No podrán aplicarse sanciones de aislamiento a las mujeres embarazadas, a las mujeres en período de lactancia o las que 
convivan con hijas o hijos.

No se utilizarán medios de coerción en el caso de las mujeres que estén en término o durante el parto ni en el período 
inmediatamente posterior.

El personal penitenciario deberá proceder de manera competente, profesional y respetuosa al realizar actos de revisión 
donde se encuentren niñas y niños.

Las visitas en que participen niñas, niños y adolescentes, se realizarán en un entorno propicio, incluso por lo que atañe al 
comportamiento del personal, y en ellas se deberá permitir el libre contacto entre la madre y su hijo o sus hijos.

El Centro Penitenciario, en el protocolo correspondiente, establecerá las disposiciones necesarias para garantizar los 
términos y condiciones bajo las cuales las hijas e hijos que viven con sus madres en el Centro pueden salir del mismo para 
realizar visitas a otros familiares, actividades de esparcimiento u otra actividad que deba realizarse fuera del mismo.

Lo anterior, no implica la pérdida de la guardia y custodia de la madre privada de la libertad, ni el egreso definitivo del 
Centro.
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dimensiones. Desde un punto de vista descriptivo, en el 

que las condiciones de internamiento serán todas aquellas 

circunstancias que enmarcan la vida de una persona en 

prisión. Se refieren al contexto que delimita el cumplimiento 

de una sanción privativa de libertad. Sin embargo –aclaró la 

Primera Sala–, las condiciones de internamiento no sólo 
describen el entorno carcelario, también apuntan a un 
estado de cosas que deben cumplir, por tanto, las 
condiciones de internamiento incluyen una dimensión 
normativa –deben garantizar una vida digna y segura– 
que opera como estándar para definir si las 
circunstancias en que se ejecuta una sanción penal son 
válidas o no. 

Siguió diciendo la Primera Sala en ese precedente, 

que reconocer su vertiente normativa hace posible 
vincular la idea de condiciones de internamiento con las 
bases previstas en el artículo 18 de la Constitución 
Federal. 

También puntualizó la Sala que, por una parte, el 

diseño de nuestro sistema penitenciario tiene como punto de 

partida lo dispuesto por artículo 18 constitucional: “el sistema 

penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los 

derechos humanos (…)” y por otra parte, que la finalidad de 
las condiciones de internamiento es lograr una vida 
digna y segura;  por tanto,  podía concluirse que las 
condiciones de internamiento buscan retomar la idea 
constitucional de articular el sistema penitenciario con 
apego a los derechos fundamentales de las personas 
privadas de libertad que garantizará que su dignidad y 
seguridad se encuentre protegida, incluso en prisión.

B
A

L
T

A
Z

A
R

 R
A

M
IR

E
Z

 B
E

R
N

A
L

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.23.64
10/07/24 09:02:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito
Toca de apelación: 49/2023

Controversia: *******

60

Así, acotó la Sala que el resolver controversias 
sobre condiciones de internamiento implicará un 
ejercicio de contraste entre las circunstancias que vive 
la población penitenciaria y la compatibilidad de ese 
entorno con sus derechos fundamentales; o bien, en 
términos de la ley de ejecución, con su dignidad y 
seguridad; que dicha aproximación no supone que los 

derechos de la población penitenciaria deberán prevalecer 

en toda ocasión o disputa frente a las decisiones que tomen 

las autoridades penitenciarias, sino que por su propia 

naturaleza, los derechos que se vean implicados en una 

controversia podrán ser objeto de una modulación o 

restricción. Según la Ley Nacional de Ejecución Penal, este 

tipo de limitaciones a derechos serán válidas cuando se 

justifique su idoneidad, necesidad y proporcionalidad.32 

Por otra parte, puntualizó la Primera Sala, que 

entender las condiciones de internamiento en función de 
los derechos de la población penitenciaria, coincide con 
la postura de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos al describir las condiciones generales que debe 

reunir un centro de detención, pues según ese tribunal, toda 
persona privada de libertad tiene derecho a vivir en una 
situación de detención compatible con su dignidad 
personal. Por lo tanto, como responsable de los 
establecimientos de detención, el Estado debe garantizar 
a los reclusos la existencia de condiciones que dejen a 
salvo sus derechos;33 y una de las obligaciones que 

32 Artículo 9. Derechos de las personas privadas de su libertad en un Centro Penitenciario
Las personas privadas de su libertad en un Centro Penitenciario, durante la ejecución de la prisión preventiva o las 
sanciones penales impuestas, gozarán de todos los derechos previstos por la Constitución y los Tratados Internacionales 
de los que el Estado mexicano sea parte, siempre y cuando estos no hubieren sido restringidos por la resolución o la 
sentencia, o su ejercicio fuese incompatible con el objeto de éstas.
(…)
Toda limitación de derechos sólo podrá imponerse cuando tenga como objetivo garantizar condiciones de internamiento 
dignas y seguras, en su caso, la limitación se regirá por los principios de necesidad, proporcionalidad e idoneidad.
33 Cfr., Corte IDH. Caso De la Cruz Flores Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de noviembre de 
2004. Serie C No. 115. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 
2005, párr. 118; Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005, párr. 95; Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006, párr. 315.
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ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición de 
garante, con el objetivo de proteger y garantizar el 
derecho a la vida y a la integridad personal de las 
personas privadas de libertad, es la de procurar a éstas las 

condiciones mínimas compatibles con su dignidad mientras 

permanecen en los centros de detención.34

De igual modo, precisó la Primera Sala, el 
reconocer la relación entre condiciones de internamiento 
y derechos fundamentales conduce a poner a la persona 
privada de libertad en el centro de las decisiones que 
tome una autoridad de ejecución penal. Así, será en 
función de su dignidad y seguridad, como se definirán 
las necesidades y se establecerán los mínimos que el 
entorno penitenciario debe cubrir.

Enfoque que dijo la Primera Sala, es consistente 

con el diseño de Ley Nacional de Ejecución Penal, pues 

no solo desarrolla condiciones de internamiento 
generales, sino que también contempla condiciones 
específicas en función de la identidad y las necesidades 
de cada persona privada de la libertad. Por ejemplo, la ley 
prevé condiciones de internamien, to específicas para 
las mujeres35 y para las comunidades indígenas36.

Por su parte, la Ley Nacional de Ejecución Penal 
atribuye un propósito a las condiciones de 
internamiento: garantizar una vida digna y segura para 
todas las personas privadas de la libertad. 

34 Cfr., Corte IDH. Asunto de las Penitenciarías de Mendoza respecto Argentina. Medidas Provisionales. Resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de 22 de noviembre de 2004; Corte IDH. Asunto de los Niños y Adolescentes 
Privados de Libertad en el "Complexo do Tatuapé” de la Fundaҫão CASA respecto de Brasil. Medidas Provisionales. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 25 de noviembre de 2008. Corte IDH. Caso "Instituto de 
Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 112.
35 Cfr., Artículo 10 y 36 de la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
36 Cfr., Artículo 35 y 83 de la Ley Nacional de Ejecución Penal.
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Bajo ese marco jurídico, atendiendo a los criterios 

de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, se puede establecer que la relación entre 
condiciones de internamiento y derechos fundamentales 
se consolida, al reconocer que en ambos casos 
hablamos de expectativas jurídicas exigibles a la 
autoridad, que los bienes, servicios, espacios, instalaciones, 

protocolos, atención médica, entre otros, que sean 

necesarios para una vida digna y segura dentro de 
prisión no se encuentran sujetos a la discreción de las 
autoridades penitenciarias, por el contrario, su 
cumplimiento puede ser requerido a través de los 
distintos mecanismos de acceso a la justicia que la Ley 
Nacional de Ejecución Penal contempla.

IV. Mecanismos de acceso con los que cuentan las 
personas privadas de la libertad para reclamar 
omisiones relacionadas con las condiciones de 
internamiento. 

Ahora bien, respecto de los mecanismos de acceso 

a la justicia en ejecución penal que se encuentran regulados 

en la Ley Nacional de Ejecución Penal, en el título cuarto 

denominado “Del Procedimiento de Ejecución” en la parte 

correspondiente a su capítulo III relativo al “Procedimiento 
Administrativo”, se prevé un mecanismo de control 
mediante el cual una persona privada de su libertad, sea en 

su carácter de procesada o sentenciada37, tiene el derecho de 

reclamar, entre otras, omisiones inherentes a sus 
condiciones de internamiento, esto es, cualquier omisión 

que impida que la persona interna tenga una vida digna y 

segura dentro del centro de reinserción social.

37 En términos del citado numeral 3°, fracción XVII, de la citada Ley.
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Sobre este punto, la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en los precedentes dictados 

en la contradicción de tesis (ahora contradicción de criterios) 

******* y el amparo directo en revisión ********, señaló que 

los mecanismos de control que se prevén en la Ley 

Nacional de Ejecución Penal son dos: un procedimiento 
administrativo (sistema de peticiones administrativas)38 y 

un sistema de controversias judiciales biinstancial39. 

Respecto del primero (sistema de peticiones 
administrativas), señala que se faculta a la persona privada 

de su libertad y a cualquiera de las personas legitimadas a 

formular peticiones ante la autoridad penitenciaria para 

que sea el propio personal penitenciario quien declare si ha 

existido o no una afectación en las condiciones de vida digna 

y segura del interno; o bien, si se violaron los derechos de 

terceras personas. De ser fundado el reclamo, la autoridad 

deberá subsanar la afectación.

Y, el mecanismo de controversias judiciales 

constituye un medio de defensa por la vía judicial que 

permite estudiar reclamos relacionados –entre otras 

cuestiones– con condiciones de internamiento. 

Respecto de este mecanismo, conforme a lo 

resuelto en la Contradicción de Tesis 57/2018, es un medio 

de defensa sencillo, rápido y eficaz por medio del cual la 

persona privada de su libertad puede reclamar omisiones 

inherentes a sus condiciones de internamiento.

38 Artículos 107-115 de la Ley Nacional de Ejecución Penal.
39 Artículos 116-135 de la Ley Nacional de Ejecución Penal.
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En el diverso precedente dictado en el amparo 

directo en revisión ********, la Primera Sala precisó que, de 

forma general, las controversias judiciales se desarrollan 

bajo la estructura siguiente:

1.  Formulación de controversia. La persona 
privada de libertad o alguna de las personas 
legitimadas por la ley de la materia presenta su 
solicitud por escrito y los medios de prueba con los 
que cuente, ante el juez de ejecución. El juez de 
ejecución podrá ordenar la suspensión del acto si lo 
considera pertinente.

2.  Auto de inicio. La administración del juzgado de 
ejecución registra la causa y la turna para que, 
dentro de 72 horas, se resuelva su admisión, 
prevención o desechamiento.

3. Sustanciación. Si la controversia es admitida, el 
juzgado de ejecución entrega a las partes copia de 
la solicitud para que se conteste la acción y se 
ofrezcan pruebas en un plazo de cinco días. 
Asimismo, se requiere a la autoridad penitenciaria 
para que en el mismo plazo rinda su informe 
justificado. Tras contestar la acción y recibirse el 
informe justificado, se señala hora y fecha para 
celebrarse la audiencia.

4.  Desarrollo de la audiencia. A lo largo de la 
audiencia, se discutirá la admisión de medios de 
prueba, se realizará su desahogo y se formularán 
alegatos. Tras declarar cerrado el debate el juez de 
ejecución emitirá y explicará su resolución.

5.  Resolución. En un término de 5 días, el juez 
redacta y entrega una copia de la resolución final a 
las partes. En la resolución, el juez deberá 
pronunciarse –incluso de forma oficiosa– sobre 
cualquier violación a derechos fundamentales. Las 
resoluciones que se emitan podrán tener efectos 
generales para abarcar a personas en condiciones 
similares a las estudiadas.

6. Apelación. La resolución que se emita será 
apelable y revisada por un tribunal de alzada que 
podrá confirmar, modificar o revocar la decisión.
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7. Tras agotar los mecanismos previstos por la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, las condiciones de 
internamiento podrán ser analizadas en un juicio de 
amparo. 

Asimismo en dicha ejecutoria se acotó que al 

resolver controversias sobre condiciones de internamiento 
implicará un ejercicio de contraste entre las 
circunstancias que vive la población penitenciaria y la 
compatibilidad de ese entorno con sus derechos 
fundamentales; o bien, en términos de la ley de 
ejecución, con su dignidad y seguridad. Sin que ello, 

suponga que los derechos de la población penitenciaria 

deberán prevalecer en toda ocasión o disputa frente a las 

decisiones que tomen las autoridades penitenciarias. Por su 

propia naturaleza, los derechos que se vean implicados en 

una controversia podrán ser objeto de una modulación o 

restricción. Según la Ley Nacional de Ejecución Penal, este 

tipo de limitaciones a derechos serán válidas cuando se 

justifique su idoneidad, necesidad y proporcionalidad.40 

V. Situación de las mujeres internas e hijos que viven 
con sus madres en el Centro Federal de Readaptación 
Social Número 16 “CPS Femenil-Morelos”. 

El veintisiete de octubre de dos mil quince, se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación, Acuerdo por el 

que se incorpora al Sistema Penitenciario Federal el Centro 
Federal de Readaptación Social número 16 “CPS 
Femenil-Morelos”.

40 Artículo 9. Derechos de las personas privadas de su libertad en un Centro Penitenciario
Las personas privadas de su libertad en un Centro Penitenciario, durante la ejecución de la prisión preventiva o las 
sanciones penales impuestas, gozarán de todos los derechos previstos por la Constitución y los Tratados Internacionales 
de los que el Estado mexicano sea parte, siempre y cuando estos no hubieren sido restringidos por la resolución o la 
sentencia, o su ejercicio fuese incompatible con el objeto de éstas.
(…)
Toda limitación de derechos sólo podrá imponerse cuando tenga como objetivo garantizar condiciones de internamiento 
dignas y seguras, en su caso, la limitación se regirá por los principios de necesidad, proporcionalidad e idoneidad.
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Dicho centro penitenciario, como su denominación lo 

indica es sólo para mujeres, quienes aun cuando se 

encuentren en internamiento, tienen derecho a la salud 
como cualquier gobernado, pues del propio artículo 18 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 

desprende que la organización del sistema penitenciario 

deberá basarse en el respeto a los derechos humanos, 

entre los que se encuentran el de la salud, como medio 
para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad, 

como incluso se reitera en el artículo 9 de la Ley Nacional 
de Ejecución Penal, que establece que las personas 

privadas de su libertad en un Centro Penitenciario, durante la 

ejecución de la prisión preventiva o las sanciones penales 

impuestas, gozarán de todos los derechos previstos por la 

Constitución y los Tratados Internacionales de los que el 

Estado mexicano sea parte, siempre y cuando estos no 

hubieren sido restringidos por la resolución o la sentencia, o 

su ejercicio fuese incompatible con el objeto de éstas; 

derechos entre los que se encuentran el recibir asistencia 

médica preventiva y de tratamiento para el cuidado de la 

salud, atendiendo a las necesidades propias de su edad y 

sexo en por lo menos unidades médicas que proporcionan 

asistencia médica de primer nivel, en términos de la Ley 

General de Salud, en el Centro Penitenciario, y en caso de 

que sea insuficiente la atención brindada dentro de reclusión, 

o se necesite asistencia médica avanzada, se podrá solicitar 

el ingreso de atención especializada al Centro Penitenciario o 

que la persona sea remitida a un Centro de Salud Público en 

los términos que establezca la ley.

Lo anterior en términos de los artículos 1, 4 y 18 

constitucional, los cuales establecen que toda persona tiene 
derecho a la protección de la salud; que la ley definirá las 
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bases y modalidades para el acceso a los servicios de 
salud; además, que dicho derecho tiene una proyección 
tanto individual y personal, como una pública o social. 
Respecto del primero (proyección tanto individual y 
personal), se traduce en la obtención de un determinado 

bienestar general integrado por el estado físico, mental, 

emocional y social de la persona, por lo que es evidente que 

el Estado tiene un interés constitucional en procurarles a las 

personas en lo individual un adecuado estado de salud y 

bienestar.

Por el otro, la faceta social o pública del derecho a 

la salud consiste en el deber del Estado de atender los 
problemas de salud que afectan a la sociedad en general, 
así como establecer los mecanismos necesarios para que 

todas las personas tengan acceso a los servicios de salud, 

que comprende el deber de emprender las acciones 
necesarias para alcanzar ese fin, tales como el desarrollo 
de políticas públicas, controles de calidad de los 
servicios de salud, identificación de los principales 

problemas que afecten la salud pública del conglomerado 

social, entre otras.

Así lo sostuvo la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 8/2019, 

localizable con el registro digital 2019358, así como en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, en el Libro 63, febrero de 2019, Tomo I, página 486, 

de rubro y texto siguientes:

“DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD. 
DIMENSIONES INDIVIDUAL Y SOCIAL. La protección 
de la salud es un objetivo que el Estado puede 
perseguir legítimamente, toda vez que se trata de un 
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derecho fundamental reconocido en el artículo 4o. 
constitucional, en el cual se establece expresamente 
que toda persona tiene derecho a la protección de la 
salud. Al respecto, no hay que perder de vista que este 
derecho tiene una proyección tanto individual o 
personal, como una pública o social. Respecto a la 
protección a la salud de las personas en lo individual, el 
derecho a la salud se traduce en la obtención de un 
determinado bienestar general integrado por el estado 
físico, mental, emocional y social de la persona, del que 
deriva otro derecho fundamental, consistente en el 
derecho a la integridad físico-psicológica. De ahí que 
resulta evidente que el Estado tiene un interés 
constitucional en procurarles a las personas en lo 
individual un adecuado estado de salud y bienestar. 
Por otro lado, la faceta social o pública del derecho a la 
salud consiste en el deber del Estado de atender los 
problemas de salud que afectan a la sociedad en 
general, así como en establecer los mecanismos 
necesarios para que todas las personas tengan acceso 
a los servicios de salud. Lo anterior comprende el 
deber de emprender las acciones necesarias para 
alcanzar ese fin, tales como el desarrollo de políticas 
públicas, controles de calidad de los servicios de salud, 
identificación de los principales problemas que afecten 
la salud pública del conglomerado social, entre otras.”

Ahora bien, respecto de la situación de las 
personas privadas de la libertad -en este caso mujeres-, 
se toma en cuenta lo establecido por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el precedente 

dictado en el amparo en revisión  ********, concretamente, 

las consideraciones siguientes:

Las personas quedan bajo la protección -y 

responsabilidad- total del Estado que asume la 

calidad de garante respecto de sus derechos en 

reclusión.41

En la medida que el derecho a la libertad 
personal se ve considerablemente limitado por 

41 Cfr. Sarre, Miguel y Manrique, Gerardo, Sistema de justicia de ejecución penal. Sujetos procesales en torno a la prisión 
en México. Ed. Tirant lo Blanch, México 2018. Pág. 215.
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la resolución judicial que determinó la prisión 
preventiva o la pena privativa de la libertad, 
otros derechos no son restringidos, como el 
derecho a la salud –que debe ser garantizado tomando 

en cuenta las necesidades particulares por razón del 

género-, lo que resulta de gran importancia para no 

agravar la situación de las personas privadas de la 

libertad.42

Por ende, ciertos derechos, entre ellos, el de la 

salud, trabajo, educación- se convierten en 
derechos exigibles de forma inmediata ante la 
imposibilidad de las personas privadas de la 
libertad de hacerlos efectivos mediante otras 
vías y encontrarse bajo la responsabilidad y 
protección estatal. Derecho que, se insiste, no 

sólo no puede limitarse debido a la situación de 
reclusión, sino que se convierte en uno de suma 
importancia ya que permite preservar la 
dignidad, vida e integridad personal.

Cuando estamos frente al derecho a la salud en 

contextos de reclusión se convierte en un derecho 

de exigibilidad inmediata ya que las personas 

privadas de la libertad están impedidas para 

satisfacerlos por su cuenta.43

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

sido determinante al señalar: 44

“372. […] Por otra parte, este Tribunal ha señalado que, de 
conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, toda 
persona privada de libertad tiene derecho a vivir en 

42 Ibid., p. 215-221.
43 Ibid.., p. 247.
44 Corte IDH, Caso J. vs. Perú, sentencia de excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas de 27 de noviembre de 
2013. Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_275_esp.pdf
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condiciones de detención compatibles con su dignidad 
personal. Como responsable de los establecimientos de 
detención, el Estado se encuentra en una posición 
especial de garante de los derechos de toda persona 
que se halle bajo su custodia. En este sentido el Estado 
debe garantizar que la manera y el método de privación de 
libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento 
inherente a la detención. En esta línea, la Corte ha 
considerado que las malas condiciones físicas y sanitarias 
de los lugares de detención, así como la falta de luz y 
ventilación adecuadas, pueden ser en sí mismas violatorias 
del artículo 5 de la Convención Americana, dependiendo de 
la intensidad de las mismas, su duración y las 
características personales de quien las sufre, pues pueden 
causar sufrimientos de una intensidad que exceda el límite 
inevitable de sufrimiento que acarrea la detención, y porque 
conllevan sentimientos de humillación e inferioridad. 
Adicionalmente, los Estados no pueden invocar privaciones 
económicas para justificar condiciones de detención que no 
cumplan con los estándares mínimos internacionales en 
esta área y no respeten la dignidad del ser humano.”

Además, en relación con el derecho a la salud el 

Tribunal Interamericano ha desarrollado lo 

siguiente:45

“87. En relación con lo anterior, el Tribunal recuerda que 
toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en una 
situación de detención compatible con su dignidad personal. 
Asimismo, como responsable de los establecimientos de 
detención, el Estado debe garantizar a los reclusos la 
existencia de condiciones que dejen a salvo sus derechos. 
En relación con la atención a la salud, el cumplimiento del 
requisito de calidad requiere que los establecimientos, 
bienes y servicios de salud, además de ser aceptables 
desde un punto de vista cultural, deben ser apropiados 
desde el punto de vista científico y ser de buena calidad. Al 
respecto, la Corte recuerda que numerosas decisiones de 
organismos internacionales invocan las Reglas Mínimas de 
Naciones Unidas para el Tratamiento de Reclusos (en 
adelante, “Reglas sobre Tratamiento de Reclusos” a fin de 
interpretar el contenido del derecho de las personas 
privadas de la libertad a un trato digno y humano, lo cual se 
relaciona con la garantía de su derecho a la salud, como 
normas básicas respecto de su alojamiento, higiene, 
tratamiento médico y ejercicio físico, entre otros .

88. En particular, en relación con las Reglas sobre 
Tratamiento de Reclusos, los Estados deben proveer 
atención médica calificada, inclusive psiquiátrica, a las 
personas privadas de libertad, tanto en situaciones de 
emergencia como para efectos de atención regular, ya 
sea en el propio lugar de detención o centro 
penitenciario o, en caso de no contar con ello, en los 
hospitales o centros de atención en salud donde 
corresponda otorgar ese servicio. El servicio de 

45 Corte IDH, Caso Hernández vs. Argentina, sentencia de excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas de 22 de 
noviembre de 2019. Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_395_esp.pdf 
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atención de la salud debe mantener historiales médicos 
adecuados, actualizados y confidenciales de todas las 
personas privadas de libertad, lo cual debe ser 
accesible para esas personas cuando lo soliciten. Esos 
servicios médicos deben estar organizados y 
coordinados con la administración general del servicio 
de atención en salud general, lo cual implica establecer 
procedimientos adecuados y expeditos para el 
diagnóstico y tratamiento de los enfermos, así como 
para su traslado cuando su estado de salud requiera 
cuidados especiales en establecimientos penitenciarios 
especializados o en hospitales civiles. Para hacer 
efectivos estos deberes, son necesarios protocolos de 
atención en salud y mecanismos ágiles y efectivos de 
traslado de prisioneros, particularmente en situaciones 
de emergencia o enfermedades graves.
[…]

93. En relación con lo anterior, el Tribunal recuerda que 
el derecho a la salud se refiere al derecho de toda persona a 
gozar del más alto nivel de bienestar físico, mental y social. 
Este derecho abarca la atención de salud oportuna y 
apropiada conforme a los principios de disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad y calidad. El cumplimiento de la 
obligación del Estado de respetar y garantizar este derecho 
deberá dar especial cuidado a los grupos vulnerables y 
marginados, y deberá realizarse de conformidad con los 
recursos disponibles de manera progresiva y de la 
legislación nacional aplicable. […].”

De ahí que resulta evidente la obligación estatal de 

proveer servicios de salud lo cual debe hacerse en 

coordinación con la administración de servicios de 

salud del Estado, mismos que deberán ser 

apropiados y aceptables.

Bajo las consideraciones acotadas, se concluye que 

la protección de salud corre a cargo del Estado Mexicano 

quien ha adoptado diversas reglas para cumplir con dicha 

responsabilidad; que el acceso de mujeres a los servicios de 

salud debe enfocarse en el tratamiento y diagnóstico de 

enfermedades y padecimientos que afectan el bienestar físico 

de una mujer; que las mujeres reclusas tienen igualdad de 

oportunidad para disfrutar del acceso oportuno a los servicios 

de salud básicos, a la prevención y el tratamiento de 

enfermedades, el acceso de medicamentos, la salud 

materna-infantil y reproductiva; que la reclusas serán 

B
A

L
T

A
Z

A
R

 R
A

M
IR

E
Z

 B
E

R
N

A
L

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.23.64
10/07/24 09:02:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito
Toca de apelación: 49/2023

Controversia: *******

72

atendidas en hospitales o lugares específicos establecidos en 

el Centro Penitenciario para tal efecto, y existirá como mínimo 

atención de primer nivel en todo momento; que los 

reclusorios para mujeres, deberán contar con las 

instalaciones necesarias de acuerdo con las normas oficiales 

mexicanas que al efecto se emitan y, recibirán trato directo de 

personal penitenciario de sexo femenino y un médico de sexo 

femenino, excepto en las situaciones que requieran 

intervención médica urgente, en las que a falta del médico del 

sexo femenino deberá estar presente un miembro del 

personal del Centro Penitenciario de sexo femenino. 

Lo anterior pone de manifiesto que las mujeres 

privadas de su libertad tienen derecho a la salud, la cual debe 

ser equivalente a la que se presta a la comunidad, lo que 

incluye la atención médica ginecológica como se destaca en 

las Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de 
las Reclusas y medidas no privativas de la libertad para 
mujeres delincuentes (Reglas de Bangkok), que establece 

que todas las mujeres en reclusión tienen derecho a que se 

les brinde atención médica y tratamiento equivalente a los 

estándares comunitarios en relación con sus necesidades 

específicas de género, y que tendrán acceso permanente a 

los servicios de ginecología (reglas 10, 18 y 38). 

Por otra parte, distintos instrumentos internacionales 

(Convención sobre los Derechos del Niño, Declaración Universal de los 

Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos) establecen el derecho de las niñas y niños a 

garantizar el interés superior de la niñez, cuya aplicación 

busca la mayor satisfacción de todas y cada una de las 

necesidades de niñas y niños, esto es garantizar el respeto y 

protección a su dignidad e integridad física, psicológica, moral 
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y espiritual. De ahí que, el interés superior del niño y la niña 

debe ser la consideración primordial en la toma de decisiones 

relativas a ellos.

Ahora, respecto al derecho que tienen los niños 

a su protección especial se basa en su vulnerabilidad, al 

carecer de la madurez suficiente (física y mental) para 

enfrentar problemas, por lo que el Estado debe adoptar 

medidas especiales de protección a sus derechos, entre ellos 

la salud, a fin de asegurar la prestación de la asistencia 

médica para su sano crecimiento, por lo que todas las 

instituciones de previsión social, tanto públicas como 

privadas, así como los tribunales de justicia, las autoridades 

administrativas y los órganos legislativos, se encuentran 
obligados a velar porque se determine el interés superior 
del niño.

En el caso, se requiere especial atención a las niñas 

y niños que acompañan a sus madres en reclusión, ya que 

conforme a las Reglas de las Naciones Unidas para el 
Tratamiento de las Reclusas y medidas no privativas de 
la libertad para mujeres delincuentes (Reglas de 
Bangkok), a las que ya se han hecho mención, los niños 
que viven con sus madres internas en el centro 
penitenciario dispondrán de servicios permanentes de 
atención de salud y su desarrollo será supervisado por 
especialistas (pediatra) en colaboración con los servicios 
de salud de la comunidad, como el resto de los niños que 

viven fuera de los reclusorios, porque esa circunstancia (vivir 

con sus madres reclusas), distinta de la mayoría de los niños 

del país, no puede ser motivo de distinción para proteger su 

salud.
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Por tanto, las autoridades bajo el principio del 
interés superior del menor tienen obligación de prestar la 

atención médica de los menores de edad que viven con 

sus madres en el centro de reclusión.

Lo anterior, incluso ha sido reiterado en la ley 

secundaria pues en el artículo 36, fracción II, de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, señala que los hijos de las 

internas disfrutarán del más alto nivel posible de salud, así 

como a recibir la prestación de servicios de atención médica 

gratuita y de calidad de conformidad con la legislación 

aplicable, con el fin de prevenir, proteger y restaurar su salud.

VI. Facultades que tienen los Jueces de Ejecución en 
términos del artículo 12846 de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal.

El artículo 128 de la Ley Nacional de Ejecución 

Penal, otorga facultades a los jueces de ejecución para dar 

efectos generales a las resoluciones relativas a las 
condiciones de internamiento de las internas, extendiendo 
sus efectos a todas las personas privadas de la libertad 
en ese centro de reclusión, que se encuentren en las 
mismas condiciones que motivaron la resolución, 

debiendo establecer un calendario para la instrumentación 

progresiva de la resolución, previa audiencia a las partes.

Este punto es de la mayor importancia en asuntos 

relacionados con condiciones de internamiento, porque las 

condiciones de internamiento son el entorno o las 

circunstancias que enmarcan la vida en prisión de las 

46 “Artículo 128. Efectos generales
Los jueces de ejecución podrán dar efectos generales a las resoluciones relativas a las condiciones de internamiento, 
extendiendo sus efectos a todas las personas privadas de la libertad que se encuentren en las mismas condiciones que 
motivaron la resolución. El juez establecerá un calendario para la instrumentación progresiva de la resolución, previa 
audiencia a las partes.”
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personas privadas de su libertad, porque lo que es posible 
anticipar es que la afectación a un derecho fundamental 
que trasciende en lo individual, también puede repercutir 
en el resto de la población penitenciaria si se encuentran 
en las mismas condiciones que motiva la resolución que 
se pronuncie en lo individual.

Ante este escenario, la posibilidad de expandir los 

efectos de una resolución garantiza que la reparación no se 

limite a la parte o al colectivo que inicie la controversia, sino 

que se extienda a todas las personas que resientan la misma 

afectación en el centro de reclusión correspondiente.

VII. Necesidad de dar efectos generales a la resolución 
emitida por la Jueza de Ejecución del Centro de 
Justicia Penal Federal en el Estado de Morelos, en la 
que resolvió la controversia ******* relacionada con la 
omisión de dar atención médica especializada, tanto 
de la promovente de la controversia (ginecológica) 
como de su menor hija (pediátrica), para que aplique 
también en favor de las internas e hijos que vivan con 
sus madres recluidas en el Centro Federal de 
Readaptación Social Número 16 “CPS Femenil-
Morelos”.

En el caso, contrario a lo que sostuvo la Jueza de 
Ejecución, sí es factible que a la resolución recaída a la 

controversia *******, se le den efectos generales en favor 
de las internas e hijos que vivan con sus madres 
recluidas en el Centro Federal de Readaptación Social 
Número 16 “CPS Femenil-Morelos”, porque, se estima, no 

es acertada la afirmación que hace la Jueza, relativo a que, lo 

resuelto en esa controversia sólo evidenció elementos para 

hacerlo de manera personalizada, respecto de la impetrante, 

y que las demás reclusas del centro carcelario no tengan las 

B
A

L
T

A
Z

A
R

 R
A

M
IR

E
Z

 B
E

R
N

A
L

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.23.64
10/07/24 09:02:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito
Toca de apelación: 49/2023

Controversia: *******

76

mismas necesidades que la interna que promovió la 

controversia.

Lo anterior, porque la materia de la controversia 

citada fue la omisión de prestar la atención médica 
especializada en ginecológica a la interna que promovió la 

controversia así como la atención médica especializada en 
pediatría a su menor hijo; omisiones que constituyen una 
condición de internamiento en la que se ubican todas las 
internas en dicho centro de reclusión y los menores de 
edad que viven con sus madres en ese centro; porque el 

sólo hecho de ser mujer genera la necesidad de ser atendida, 

incluso, de manera preventiva, por especialistas en 

ginecología, pues ello contribuirá a prevenir y detectar 

cualquier alteración de salud relacionada con dicha rama o 

especialidad, y es aquí donde puede dotarse de alcance y 

contenido a la ya citada regla número 38 de Bangkok, que 

otorga a las internas un acceso permanente al servicio de 

ginecología.

En ese sentido, el servicio médico que deberá 

prestarse en dicho centro de reclusión debe ser de manera 

permanente, por al menos una especialista en ginecología 

que deberá estar disponible en las mismas condiciones 
en que se presta el servicio médico general en dicho 
centro de reclusión.

Por tanto, considerando que toda mujer interna en 
un centro de reclusión tiene derecho al acceso 
permanente al servicio de ginecología, y que también los 
hijos que viven con sus madres internas en el centro 
penitenciario tienen derecho a la atención médica 
especializada (pediatría), sí es factible dar efectos 

generales a la controversia planteada (*******), a fin de que 
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en el Centro Federal de Readaptación Social Número 16 
“CPS Femenil-Morelos”, se dé atención de manera 

permanente en el área de ginecología a las mujeres que 

albergan en dicho centro de reclusión, entendiéndose por 

“permanente”, que en dicho centro de reclusión deberá haber 

al menos una médica especialista en ginecología para prestar 

el servicio médico correspondiente, en las mismas 

condiciones en que se presta el servicio médico general en 

dicho centro de reclusión, ello para garantizar la atención 

oportuna y de primer contacto en dicha especialidad que las 

personas privadas de la libertad requieran. 

En el supuesto de que no pueda ser atendida por 

una especialista del sexo femenino, con el ginecólogo del 

sexo masculino deberá estar presente personal penitenciario 

del sexo femenino, en términos del artículo 10, fracción II, de 

la Ley Nacional de ejecución Penal.

Por tanto, la autoridad penitenciaria en coordinación 

con autoridades del sector salud deberán establecer ante la 

Jueza de Distrito de Ejecución, la forma y términos en que 

darán cumplimiento a la presente determinación, en términos 

de lo dispuesto en el artículo 128 de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal, para lo cual, dicha juzgadora convocará a 

dichas autoridades a una audiencia a fin de establecer un 

calendario para la instrumentación y cumplimiento de lo aquí 

determinado, el cual no podrá exceder del plazo de tres 
meses, plazo que se estima prudente porque la Secretaría 

de Salud es una institución del Estado que ya cuenta con 

especialistas en ginecología, y por ende, con la 

infraestructura necesaria para su correcta implementación.
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Del mismo modo, para los niños y niñas que viven 

con sus progenitoras que se encuentran internas en el Centro 

Federal de Readaptación Social Número 16 “CPS Femenil-

Morelos”, ubicado en el Municipio de Coatlán del Río 

Morelos, debe priorizarse su revisión periódica por pediatras 

a fin de llevar a cabo un control sobre la salud de los mismos, 

con la periodicidad necesaria que permita garantizar la salud.

De manera que en cumplimiento a esta 

determinación, la autoridad penitenciaria en coordinación con 

autoridades de salud que corresponda, deberán establecer 

ante la Jueza de Ejecución la forma en que garantizarán la 

presencia de un especialista en pediatría en forma periódica 

en dicho centro de reclusión para atender a los niños y niñas 

que convivan con sus madres privadas de la libertad y que 

requieran de dicha atención médica, periodicidad de la que 

deberán hacer del conocimiento de las mujeres privadas de la 

libertad por el medio que estime la autoridad penitenciaria, a 

fin de que puedan agendar la atención médica 

correspondiente para su menores.

Lo anterior, con independencia de las cuestiones 

urgentes que debe atender el aludido centro de reclusión.

Como resultado de lo anterior, se MODIFICA la 

sentencia que se apela, porque sí es procedente darle a la 

resolución impugnada efectos generales.

Por lo expuesto y fundado se;

RESUELVE:

PRIMERO. Se MODIFICA la resolución dictada en 

audiencia oral de veintiocho de febrero de dos mil veintitrés, 

B
A

L
T

A
Z

A
R

 R
A

M
IR

E
Z

 B
E

R
N

A
L

70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.23.64
10/07/24 09:02:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoctavo Circuito
Toca de apelación: 49/2023

Controversia: *******

79

en la controversia  ******* , por la Jueza de Distrito 

Especializada en el Sistema Penal Acusatorio, en funciones 

de jueza de ejecución, adscrita al Centro de Justicia Penal 

Federal en el Estado de Morelos, únicamente para dar los 
efectos generales precisados en esta ejecutoria. 

SEGUNDO. Quedan subsistentes los efectos fijados 

respecto de la promovente de la controversia  ******* y su 

menor hijo, con independencia de que también será 

beneficiada con los efectos generales que se otorga a dicha 

controversia.

TERCERO. Por cuanto a los efectos generales 

otorgados,  las mujeres privadas de la libertad en el Centro 
Federal de Readaptación Social número 16 “CPS 
Femenil-Morelos”, deberán tener acceso permanente al 

servicio médico de ginecología, por lo que la autoridad 

penitenciaria en coordinación con autoridades del sector 

salud deberán establecer ante la Jueza de Distrito de 

Ejecución, la forma y términos en que darán cumplimiento a 

ello, conforme lo dispuesto en el artículo 128 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, en términos del último 

considerando de la resolución que se dicta.

CUARTO. Por cuanto a los niños y niñas que vivan 

con sus madres en el referido centro de reclusión, se les  

deberá otorgar el servicio médico de pediatría de manera 
periódica para lo cual la autoridad penitenciaria en 

coordinación con autoridades del sector salud deberán 

establecer ante la Jueza de Distrito de Ejecución, la forma y 

términos en que darán cumplimiento a ello, conforme lo 

dispuesto en el artículo 128 de la Ley Nacional de Ejecución 
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Penal en términos del último considerando de esta 

resolución.

QUINTO. Para dar cumplimiento a los resolutivos 

TERCERO y CUARTO de esta resolución, la Jueza de 

Ejecución deberá establecer un calendario para la 

instrumentación y cumplimiento de la presente resolución, 

previa audiencia a las partes mencionadas, el cual no podrá 

exceder del plazo de tres meses.

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE, con copia 

auténtica de esta resolución, devuélvase al Centro de 
Justicia Penal Federal en el Estado de Morelos los 

registros electrónicos que envió para la substanciación de 

esta instancia; expídanse las copias auténticas que 

legalmente procedan.

Háganse las anotaciones de rigor en el Libro de 

Gobierno y en la estadística de conformidad con los artículos 

187 y 188 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de 
la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en 

materia de actividad administrativa de los órganos 

jurisdiccionales, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación, el quince de enero de dos mil quince; también 

agréguese a estos autos la constancia de captura de 

sentencias del mencionado Sistema.

De igual forma, de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; así como en los numerales 1, 3, 11, fracción VI, 

16, 68, 110, 113 y 118 todos de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación 
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con los diversos preceptos 1, 3, fracciones IX y X del decreto 

por el que se expide la Ley General de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados, publicados en 

el Diario Oficial de la Federación el nueve de mayo de dos mil 

dieciséis y el veintiséis de enero de dos mil diecisiete, 

respectivamente, este órgano jurisdiccional con el objeto de 

respetar el derecho humano de acceso a la información 

elaborará la versión pública protegiendo los datos 

considerados sensibles, confidenciales o reservados; por 

tanto, remítase la información correspondiente al referido 

Sistema Integral debiendo guardar el protocolo para las 

versiones públicas.

Así lo resolvió, el Tribunal Colegiado de Apelación 

del Decimoctavo Circuito, por unanimidad de votos de los 

magistrados Silvia Carrasco Corona, Luis Vega Ramírez y 

Rosa Montaño Martínez; siendo presidenta la primera y 

ponente el segundo de los nombrados, firmando 

electrónicamente sus integrantes, fecha en que lo permitieron 

las cargas de trabajo, así como la complejidad del asunto y 

los efectos generales otorgados.
SCC/LVR/RMM/BRB/ADZM/slo*fma.

Se giró el oficio 2959/2023.

CERTIFICACIÓN

En Xochitepec, Morelos, a dieciocho de septiembre de dos mil 
veintitrés, el que suscribe Baltazar Ramírez Bernal, Secretario del 
Tribunal Colegiado de apelación del Decimoctavo Circuito, certifica: 
que la resolución pronunciada en el toca penal 49/2023, se engrosó con 
esta fecha.
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